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PRESIDE: Señor Representante Luis Eduardo Mallo. 
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MIEMBROS: - Señores Senadores Américo Ricaldoni, Ernesto Amorín” . 
Larrañaga, Federico Bouza, Enrique Cadenas Boix», 
José Korzeniak, y señores Representantes Oscar 
_fAmorín Supparos José E. Diaz, Daniel Diaz Maynard, 
Ana Lia Piñeyrúa, Diana Saravia Olmos, - Helios 
Sarthou y Nicolás Storace Montes. el 


y 


. INVITADOS : 5 4 : 
ESPECIALES: —Tribunal de Cuentas: contador Rinaldo Smeraldi (Pre- 
: sidente); señor . Horacio Polla (Vicepresidente); 
- doctor Fernando Aguirre Ramirez (Vicepresidente 
alterno); doctor Horacio Muriíz Durand; General 
contador Guillermo Ramírez3 señor José Pujol; docto- 
ra Laura Pintos y asesores contador Omar  Zooby y 

doctor José Luis Vera. : 


SEÑOR PRESIDENTE. (Mallo) .- Habiendo número, está abierta la sesión. 
á : 


(Es la hora 10 y 3) 


Esta Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Ministros 
del Tribunal de Cuentas. Sí es de su voluntad, podrán hacer el 
informe que deseen. Los escucharemos con el mayor gusto y les  reite- 
ramos nuestro agradecimiento por su concurrencia, 


SEÑOR SMERALDI.- En primer lugar,» queremos agradecer la invitación 
que nos cursara la Comisión de Constitución y Legislación de la 
Asamblea General y precisar que en ella se señala que en la opor tuni - 
dad se considerará la nota remitida por la Junta Departamental de 
Montevideo invocando la aplicación del artículo 209 de la Consti tu- 
ción de la República, a la que acompaña copia autenticada de la 
resolución de dicha corporación de 4 de mayo de 1993, relacionada con 
el informe producido por el Tríbunal de Cuentas de la República. 


Entendemos que la situación que se plantea a raíz de la referida 
nota afecta no sólo al Tribunal de Cuentas como institución sino 
también a todos y cada uno de los Ministros de componen el Cuerpo. 
Por ello es que estamos presentes hoy todos sus integrantes. 


* 


5 


Es nuestro propósito brindar una detallada explicación de la 
consideración que nos merece la nota de la Junta Departamental de 
Montevideo y», a los efectos de una mejor y más clara comprensión de 
nuestra posición, me permito solicitar al señor Presidente la posibi- 
lidad de que durante la exposición que efectuaremos no se concedan 
interrupciones. Asimismo, señalo que al finalizar esta exposición, 
gustosos contestaremos las interrogantes que los señores EE AACoTaE 
quieran formular. 


El 28 de mayo de 1993, luego de recibir la nota de la Junta 
Departamental de Montevideo que hoy motiva nuestra presencia, el 
Tribunal de Cuentas tomá una resolución al respecto y fijá su posi- 
ción. Es por ello que nos vamos a permitir guiar nuestra exposición 
en base a dicha resolución, sín perjuicio de efectuar los comentarios 
que estimemos pertinentes. Si es posible, solicitamos que se agregue 
a la versión taquigráfica de esta reunión la copia de la resolución a 
que aludiremos a continuación. 


La Resolución del Tribunal de Cuentas es de fecha 29 de mayo de 
1993. En su Resultando 12 recooe uno de los aspectos medulares de la 
resolución de la Junta Departamental de Manteyvirteo. Se exoresa 2n 
este Resultando ave en dicha resolución la referida Junta declara que 
ro se considera propio de las resporsabilidades inherentes a su 
investidura temar como hase de sus decisiones la documentación 
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recibida del Tribunal de Cuentas de la República por contener ésta 
irregularidades 'incompatibles con su autenticidad. : 


A continuación, en el Resultando 2 ae detallan. los fundamentos de 
la resolución de la Junta Departamental de Montevideo. Allí decimos 
que la Junta funda dicha resolución en diferentes consideraciones. 


En el punto 2.1. se expresa que el informe aprobado por el Tribu- 
nal de Cuentas contiene varias referencias y apoya sus conclusiones 
en resoluciones tomadas el 27 de enero y el 3 de febrero de 1993, “Se 
agrega que tales resoluciones, por lo tanto, son posteriores en dos 
meses a la fecha del informe mismo". 


En el punto 2.2 se manifiesta que "esta circunstancia consti tuye 
una incoherencia incompatible con la autenticidad del documento", 
“añadiéndose que esta conclusión es obligada, porque la fecha del 11 
de diciembre de 1992 es incuestionable y no puede originarse en 
ningún error, ya que las actuaciones registran el trámite que se 
siguió: comunicación a las Divisiones Jurídicas y Auditoria el mismo 
11 de diciembre de 1992 y pase a consideración del Tribunal el 14 del 
mismo mes". i 


En el punto 2.3 recogemos otro argumento de la Junta Departamen-— 
tal de Montevideo que dice que "los hechos indicados no - son meras 
incongruencias formales porque las modificaciones así introducidas 
han sido la base de conclusiones aprobadas por el Tribunal de Cuentas 
que se refieren a aspectos sustanciales de las consultas formuladas 
por la Junta". A a 


En el punto 2.4 recogemos otro argumento que expresa que "la 
anomalía señalada parece inseparable de otros indicios de modifica- 
ción ¡intempestiva del informe aprobado. Figuran entre ellos: la 
presencia de un títulos "Limitaciones" -en el Indice, página l-, que 
no aparece en el texto; la numeración inconqruente del párrafo 4%, en 
la página 339, que confirma su inserción ulterior es inclusive, el 
hecho de que el informe no luzca firma alguna". : 


En el punto 2.3 se establece otro argumento que dice “que en 
tales condiciones la Junta Departamental no puede tomar el documento 
en cuestión como base de sus decisiones sobre las cuestiones de fondo 
y a la vez tiene la responsabilidad legal y constitucional de adoptar 
las medidas que impone la flagrancia de la irregularidad". 


En el Resultirdo 32 de riiestra resolución, recogemos otro aspecto 


medular de la resolución adosiada por la Turta Departamental y 
decimos "aue asimismo dicha resolución dispone la remisión de copia 
anvtenticada de los antecedentes a la Justicia Penal), sin invocar 
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norma alguna y a la Asamblea General, en cunplimiento del artícu- 
lo 209 de la Constitución de la Repúblicas limitándose respecto a la 
Intendencia Municipal de Montevideo a comunicarle la misma”. 


En el Resultando 42 señalamos “que el informe de la auditoría 
referida fue enviado por este Cuerpo exclusivamente a la Junta 
Departamental de Montevideo en su calidad de organismo requirente”. 


- SEÑOR  RAMIREZ.- Los Resultandos 32 y 42 de esta resolución que se 
está analizando merecen, a su vez, algún tipo de comentarios apaciar 
les. 


Nótese que en el Resultando 32 se establecen tres grandes concep- 
tos. El primero de ellos es el que refiere a que la resolución de la 


“Junta fue comunicada a la Intendencia, y sólo a ella; es decir, la 


Junta no remite a la Intendencia el informe que contiene la auditoría 
del Tribunal. Conviene destacar y dejar en claro este aspecto porque 
en determinado momento se hizo público que las autoridades municipa- 
les habian tenido necesidad de enterarse por pon medios de prensa del 
contenido de ese documento. 


Por eso el Tribunal quiso ser claro en este aspecto, sentando 
como hechó cuando estructuró los resultandos de su resolución del 28 
de mayo de 1993, que esta circunstancia se había producido de la 
forma que acabo de expresar. 


¿Por qué se hizo así? ¿Fue una omisión del Tribunal? ¿Fue un acto 
deliberado para sustraer información al ejecutivo departamental? Noy 
se procedió de esa forma porque asi debia hacerse; porque esa es la . 
rorma, pues las auditorias se remiten a los organismos que las 
solicitan. No se puede mandar a un tercero, y en este caso, la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo, de quien debía recibir ese documento 
si ésta lo consideraba necesario, era de la Junta Departamental. 


Quiere decir que el Tribunal actuó con absoluta corrección ena 
materia, siguió las normas de auditoría establecidas para el organis- 
mos» que son de recibo general y aceptadas universalmente. 


Inclusive, esta referencia que se encuentra en el Resultando 42, 
donde se reafirma lo que acabo de expresar en el sentido de que el 
Cuerpo envió el informe de la auditoría exclusivamente a la Junta 
Departamental, también está incluida en este caso porque, obviamente, 
al Tribunal le era imprescindible dejar constancia de ese hecho, en 
la medida en Que se iba a ver arte la recesidad sde rem itír el docu- 
mento que contenja la auditorías abora sis a la inierndencia Municipal 
directamente, una vez aque la Junta Departamental emitiera su resolu- 
clón del 4 de mayo. Pero no antes; no procedía; no corresporndiaj no 
es lo tsual. Nunca se hizo, 

AN 
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Vemos también en este resultando que acaba de comentar el señor 
Presidente del Tribunal, que la Junta Departamental en su resolución 
decide' remitir a la Asamblea General los antecedentes, invocando el . 
cumplimiento del artículo.209 de la Constitución de la República. 


+ 


Nos interesa especialmente señalar en qué consiste este hecho y 
creemos conveniente empezar citando el artículo 209, según el cual 
los miembros del Tribunal de Cuentas son responsables, ante la 
Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, por el fiel y exacto 
cumplimiento de sus funciones, y la Asamblea General podrá desti tuir- 
los, en caso de ineptitud, omisión o delito, mediante la conformidad 
de dos tercios de votos del total de sus componentes. 


Justino * Jiménez de Aréchaga, en las páginas 204 y 207 de "La 
Constitución Nacional", establece que es indispensable asegurar un 
régimen eficaz para la responsabi lización de estos funcionarios -ob- 
víamente se está refiriendo a los funcionarios miembros del Tribunal 
de Cuentas- y al mismo tiempo protector de su independencia, tanto 
por la importancia de las funciones que al Tribunal se asignan como 
por la necesidad de ampararlas de toda presión exterior. Asimismo» 
Jiménez de Aréchaga agrega que el artículo 209 contiene dos temas. 


En primer término, establece que los miembros del Tribunal 


“responden ante la Asamblea General por el fiel y exacto cumplimiento 


de sus funciones. En segundo lugar», preceptúa que la Asamblea General 


podrá destituirlos por ineptitud, omisión o delito. 


También me interesa señalar otro concepto del mismo autors el de 
que los actos, las resoluciones del Tribunal no podrán ser revisadas 
ni anuladas por la Asamblea, ella vigila la conducta de los integran- 
tes del Cuerpo, pero carece de poder para afectar sus decisiones y 
añade que el contralor que organiza al artículo 209 no es contralor 
sobre actos sino exclusivamente sobre conductas. 


Ya que de conductas se trata, es interesante establecer por qué 
la Junta Departamental de Montevideo, invocando este artículo, remite 
su resolución y los antecedentes de la auditoría del Tribunal a este 
Cuerpo. ; : 


Dadas las tres posibilidades de actuación de la Junta -según 
quedó establecido en este artículo-, podría ser por ineptitud, por 
omisión o por delito. Según el numeral segundo de la resolución de la 
Junta Departamental del 4 de mayo, se establece la remisión de copia 
autenticada de los antecedentes a la Justicia Penal. 


asurto fue remitido a 


Parecería surgir de ello que, ertonces,s el 
ca ciararente qué delito 


este Cuerno por telito, aungue no se especifi 
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se ha cometido. No obstante ello, del primer punto ' la resolución 
de la Junta Departamental del 4 de mayo» puede intariros algo cuando 


declara que no considera propio de las responsabilidades inberentes a+ 


su investidura tomar como base de sus decisiones la docunentación 
recibida del Tribunal de Cuentas de la República, por contener éstas 
irregularidades ic con su autenticidad. ' 


Sin duda, en cierto modo esto configura yn indicio sobre la 
finalidad con que esa resolución y los antecedentes vinieron a este 
Cuerpo. : 


Hay otra circunstancia a la cual quiero hacer mención, que 
necesariamente debe ser considerada conjuntamente. Me estoy refirien- 
do a un comunicado de prensa que, con fecha 3 de mayo, emite la 
Bancada del Frente Amplio de la Junta Departamental de Montevideo. 


Y r 

Para precisar las fechas quiero manifestar que el 3 de mayo 
mencionada la Bancada hace un comunicado de prensa; el 4de mayo 
dicta su resolución; el 3 de mayo el Tribunal de Cuentas publica un 
comunicado de prensa y el 6 de mayo ese organismo recibe la resolu- 
ción de fecha 4 de Mayo 


Entiendo que como' consecuencia de la proximidad de fechas y de la 
coincidencia de actores -como es notorio, la resolución de fecha 4 de 
mayo de la Junta Departamental fue votada exclusivamente por Ediles 
de un sector que son exactamente los mismos que emitieron este 
comunicado a la prensa-» es conveniente conocer el texto, porque de 
ahí podemos extraer elementos de juicio que nos permi tan develar cuál 
es el tipo de delita que se atríbuye al Tribunal de Cuentas.  * 


El comunicado de prensa del 3 de mayo de 1993 dice: “La Bancada 


del Frente Amplio en la Junta Departamental de Montevideo, convoca a 
esta Conferencia de Prensa con carácter urgente, en virtud de la 
gravedad de las irregularidades cometidas por el Tribunal de Cuentas 
de la República"; en la elaboración del informe de Auditoría, en 
relación al subsidio del boleto capitalino. 


Asimismo», hace una breve reseña en la cual señala: "Como conse- 
cuenciá de la revocación de los permisos para la explotación de los 
servicios de Transporte Urbano a la empresa COOPTROL, la Junta 
Departamental de Montevideo resolvió, con fecha 27 de febrero de 
1992, remitir una serie de ¡interrogantes al Tribunal de Cuentas, 
respecto de lo actuado por la Intendencia PMPunicipal de Montevideo en 
relación al subsidio del <han!leto. 
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A partir de ello el Tribunal de Cuéntas designa un equipo inter-: 
disciplinario que realizó la Auditoría entre los meses de Marzo y 
Junio de 1992", -dice este comunicado de prensa de la bancada del 
Frente Amplio- "comprobando el absoluto ajuste de los actos admi nis- 
trativos con los fondos manejados por la I. M. de M. en relación al 
subsidio”. 


El comunicado continúa expresando: "El pasado 22 de fbril, 
catorce meses después el señor .Presidente de la Junta Departamental 
de Montevideo recibe por oficio N2 1095/93, la resolución del Tribu- 
nal de Cuentas de marzo de 1993 donde se aprueba el informe de 
Audi toria fechado el 11.12.92, y remite copia autenticada del mismo". 


Dentro de este mismo comunicado que estoy comentando, bajo el 
subtítulo “Las irregularidades", se establece: "La Bancada del Frente 
Amplio se abocó ¡inmediatamente al estudio de dicho informe, compro- 
bando: 1.- La existencia de al menos dos informes distintos de los 
cuales solo uno fue remitido a la Junta Departamental". 


Desde ya quiero adelantar -sin perjuicio de que más adelante, con 
mayor grado de detalle y precisión, será así establecido y demostra- 
do- que, pese a lo que se establece en este comunicado, no existieron 
dos informes distintos. El Tribunal de Cuentas expidió solamente un 
informe; no existidos. Lo que puede haber, como existe en cualquier 
auditoría, es una cantidad de informes sucesivos de distintos secto- 
res, servicios, niveles, jerarquías y funcionarios, que en última 
instancia son los que conforman el documento que el Tribunal analiza 
y sobre el cual se expide. : 


el informe de  fech 1.12.92, enviado a la Junta Departamental el 
22.4.93, fue productó de una reformulación en base a lineamientos del 
Tribunal de Cuentas". También ese punto será aclarado con gran 
detalle, precisión y en forma documentada. Pero me adelanto a señalar 
que dentro de las potestades y de las atribuciones del Tribunal de 
Cuentas está establecer los lineamientos para'la ejecución de todos 
los trabajos que se realizan en el Cuerpo. 


La segunda racna (tieso que establece este comunicado dice: "que 
1 


Porque la responsabilidad es de éste, es decir, del Tribunal, de 
los miembros designados por esta Asamblea y, por tanto, no sólo puede 
sino que debe ejercerla, fijando las orientaciones, los alcances que 
debe tener cada trabajos las limitaciones aque deberá tener en cuenta 


Os en su caso, eludir, subsanar Oo superar!las; la cantidad de fina: a- 
narios a asignar en caida raso y los plaros senteo de les o ciales dee 
exnedirse, tomando en consideración no solarente el asunto que tiene 
entre 2908 sino toria la actividad del Tribunal ques por supuestos no 
nuede raralizarse cada vez que se trata un asunto. por importante daue 
éste seas a criterio del adoinistrador de turna, 


la 


EL Sedo 


La tercera irregularidad dice: “que este informe carece de la 
firma de los profesionales actuantes”. También sobre este punto, más 
adelante haremos una precisión. Pero, al respecto, deseo señalar que 
el Tribunal de Cuentas envió su informe con la firma de su Presidente 
y de su Secretario General y, además, cada uno de los folios fue 
inicialado por el Secretario General. Entendemos que la firma de los 
profesionales actuantes -que, obviamente, queda en el legajo, es 
decir, dentro del archivo y de la carpeta que contiene el caso- no 
necesariamente debe incluirse dentro de lo que sale del Tribunal 
hacia afuera. Por algo el Tribunal de Cuentas tiene una Mesa com- 
puesta por un Presidente y un Secretario, que son quienes firman los 
asuntos que salen fuera del Tribunal. 


La cuarta irregularidad de que trata este comunicado de prensa 
dice: "Que increiblemente en las páginas 17, 18 y 35 del mencionado 
informe (de fecha 11.12.92 elevado al Tribunal de Cuentas el 
14.12.92, aparecen raferencias a resoluciones tomadas los dias 27 de 
Enero de 1993 y 3 de Febrero de 1993, y un oficio enviado el 3 de 
Febrero de 1993". Quizás este punto sea el que mejor quede aclarado 
en el día de hoy en sucesivas ¡intervenciones que 'harán distintos 
miembros de este Cuerpo. Pero me adelanto a señalar que la fecha del 
informe del Tribunal de Cuentas, es decir, en la que el Cuerpo 
decide, es el 31 de marzo. Todo lo anterior son papeles de trabajo, 
documentos internos, pero de ninguna manera lo que aquí se establece. 


Bajo el subtitulo de "Comentarios" el comunicado de prensa que 
estoy comentando establece: El hecho de que el Tribunal de Cuentas 
haya dictado directivas a los efectos de promover un nuevo informe y 
modificar el anterior al equipo auditor profesional, es violatorio de 
la independencia técnica imprescindible en la materia, y un avasalla- 
miento de las más elementales normas éticas que debe regir al orga- 
nismo de contralor de la legalidad de la Hacienda Pública". Hasta 
ahora hemos buscado algún elemento de juicio que nos permita detectar 
cuál era el delito del que éramos acusados y nos encontramos con que 
lo que se señala es una violación de la independencia técnica y un 
avasallamiento de las más elementales normas éticas. 


Quíere decir que acá, por lo menos, no se entra para nada en 
delito. Pero, de cualquier forma, debe decirse que cuando el Tribunal 
ejerce sus potestades estableciendo directivas y normas, de ninguna 
manera está violando la independencia técnica de ningún funcionario 
“que afortunadamente los tiene, y muy buenos-3; por lo tanto, entiendo 
que las normas éticas que deben regir el control de la legalidad de. 
la Hacienda Pública no es materia reservada a nadie, salvo al propio 
Tribunal de Cuentas, en función del principio de autonomia funcional 
cue expresamente consagra 'a Constitución de la República para este 
oraanismo. 


El  segaurdo nuntlo te los comentarios dice: "La ausencia de firmas 
Sn un informe de Stiditoria y la att la identificación de sus 
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autores es, más allá de una desprolijidad administrativa, una falta 
de respeto al Organismo Legislativo que solicitó su realización". 
Tampoco aquí encomtramos ningún elemento de juicio que nos permi ta 
detectar la existencia de un delitoz lo único qué se menciona es la 
falta de identificación de sus autores, la que no es tal, porque el 

autor es el Tribunal de Cuentas y la firma es la de su Presidente. 


En cuanto a que existe una falta de respeto al órgano legislativo - 
que lo solicitó, ños parece que la afirmación, por lo menos, no se 
adecua a la realidad de la relación que debe regir entre organismos 
públicos. 
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El tercer comentario que se hace es el siguiente: "Las referen- 
cias del informe a hechos todavía no acontecidos en la fecha en que 
éste fue elaborado, obliga a esta: Bancada a confirmar que las mismas 
fueron agregadas con posterioridad alterando los contenidos reales de 
-un documento público elaborado por funcionarios en ejercicio de sus 
funciones". Aquí sí encontramos un atisbo de que, en cierto modbo, se 
está configurando una figura delictiva, porque se habla de «documento 
público alterado por un funcionario público en ejercicio de sus 
funciones. 


El texto continúa estableciendo: "Que dichos actos no  sálo 
demuestran una actitud politica deliberada con la finalidad de atacar 
las acciones que en materia de Transporte lleva adelante la I.M.de 
M., sino que constituyen elementos suficientes para que la Bancada 
del Frente Amplio se vea obligada a proponer a la Junta Departamen- 
tal, el inicio de las acciones que correspondan, para el esclarecí- 
miento y determinación de las responsabilidades, en la comisión de 
las flagrantes ¡irregularidades constatadas". En este párrafo se 
señala que existiría una actitud politica deliberada con la finalidad 
de atacar acciones que en determinada materia -en este caso, la del 
transporte- se llevan adelante en la Intendencia Municipal de Monte- 
video. 


Por último, con referencia al informe de auditoría presentado por 
el Tribunal de Cuentas a la Junta Departamental de Montevideo -por 
requerimiento de ésta-, se establece: "Que por los motivos anterior- 
mente señalados, dicho informe adolece de notorios vicios formales, 
inexactitudes, contradicciones, falsedades y posiblemente configure, 
en sí mismo, la prueba de un delito, extremo éste que se enmarca en 
la sistemática campaña de- desprestigio y obstaculización de la 
gestión de un Gobierno democráticamente electo por los vecinos de 
Montevideo". 


A e€eriterio e cuien habia: de este comunicado -y me permito 
rerordiar ote estasos tratando de asstablecer cuál es el delito- no 
surgiria la presunción de ¿ineptitud o de omision;z si s> desprende que 
la STunta remitiga los antecedentes porque los Ediles de la mayoria 


la 
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entendieron que los miembros del Tribunal, aquí presentes, cometimos 
un delito. i 


. 


Este comunicado, de fecha 3 de mayo de 1993, fue dirigido a la 
opinión pública a través de todos los medios de comunicación. El 
Tribunal, sensible a este hecho, con fecha S3Sde: mayo emitió¿ un 
comunicado de prensa. Quiero aclarar que el organismo no es proclive 
ní acostumbra hacer este tipo de comunicados; creo que es un valor 
entendido que se trata de un organismo que se mueve dentro de un 
marco de discreción -como siempre “se ha considerado que debe ser-, 
pero reitero que frente a esta situación peculiar se pensó que era 
necesario aclarar estos puntos también en forma pública. 
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En 'el momento en que se. emitiá este comunicado de prensa, el 
Tribunal aún no había recibido “sucedió al dia siguiente, el 46 de 
mayo- la resolución de la Junta que, a su vez, motivá la resolución 
del Tribunal de fecha 28 de mayo. : ; 


¿Qué acti tud adopta el Tribunal frente a los hechos señalados? 
¿Cuál es la opinión del Cuerpo ante ese comunicado de prensa elabora- 


do y emitidos sin duda, por las mismas personas que al dia siguiente 
aprobaron la resolución que hoy nos convoca? 


Antes de dar lectura al documento, me permito aclarar que quizás ' 
alguno o casi todos los-elementos del comunicado de: prensa correspon- 
den -diria, en forma embrionaria, como no podia ser de otra manera, 
dados los plazos que estaban corriendo- a lo que posteriormente se 
recoge en la resolución del Tribunal del 28 de mayo. Por lo tanto, se 
podrá percibir una coincidencia entre lo que voy a leer y lo que 
después va a surgir en forma detallada del análisis del documento que . 
es motivo de esta sesión. 


El comunicado de prensa del Tribunal de fecha S de mayo de 1993 
díce do siguiente: "El Tribunal de Cuentas de la República, ante las 
infundadas acusaciones, sobre presuntas irregularidades contenidas en 
la respuesta enviada por este organismo, a los pedidos de informes 
que la Junta Departamental de Montevideo le formulara sobre el 
Subsidio a las Empresas de Transporte Urbano de Pasajeros, expresa: 
1l.- Oue los fundamentos de hecho invocados en dichas acusaciones son 
erróneos y que las conclusiones a las que se intenta llegar, revelan 
un total desconocimiento: de la técnica y de los procedimientos de 
trabajo del Tribunal de Cuentas, en la elaboración de los informes, 
dictámenes y resoluciones que debe emitir en cumplimiento de sus 
obligaciones constitucionales y legales.- 2.- Nue lors nasos seguidos 
previamente a la a21dooción de la “=solución final del 31 de marzo te 
1993, fueron 1lns normales y rcorcientes en trabajos de auditorias sin 
ave influyera en los mismos ningura finalidad ajena a los cometidos 
especificos de oeste Tritiunal", 


la 
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"3.- Que la actuación de auditoria del Tribunal de Cuentas es * 


única y culminó con la aprobación del informe final. Sin perjuicio de 
ello para llegar al mismo se sucedieron diversos informes internos de 


los servicios, los que se fueron procesando, conforme las técnicas 


habituales en este tipo de auditoría. Por lo tanto no es correcta la 
afirmación de que existirían "al menos dos informes distintos". 
Existe un solo informe, cuyo texto fue aprobado por el Tribunal de 
Cuentas el 31 de marzo de 1993 y remitido al órgano solicitante.- 4.- 
Que el informe final remitido a la Junta Departamental, fue el 
producto de un proceso, en el que efectivamente este Tribunal esta- 
bleció bases y lineamientos para su elaboración, lo que es una forma 
de trabajo normal, y una responsabilidad inherente al correcto 
ejercicio de sus competencias constitucionales, sin que ello haya 
supuesto, en ningún mamento, afectar la independencia de criterio 
técnico de sus servicios.- 3.- Que en el expediente, las actuaciones 
que respaldan la redacción del. informe final están debidamente 
firmadas por los profesionales actuantes en cada caso. Obviamente, el 
texto final aprobado por el Tribunal, y remitido a la Junta Departa- 
mental», está avalado por la firma de su Secretario como es de esti- 
lo.- 6.- Que en relación a lá aludida discordancia de fechas, debe 
establecerse que: a) El 31 de marzo de 1993 el Tribunal de Cuentas 
aprobó el informe de auditoría de fecha 11 de diciembre de 1992, 
complementado con las modificaciones propuestas y firmadas el 29 de 
marzo de 1993 por los mismos profesionales actuantes.- b) Esas 
modificaciones actualizabanmn dicho informe, agregando información 
complementaria derivada de  —héBthos supervinientes (referidos al 
subsidio por. mayores costos), cuya inclusión resultó necesaria para 
mejor comprensión del informe.- 4) Por lo expuestos la inclusión de 
hechos. con fechas posteriores Al lí de diciembre de "1992, pero 
anteriores al 31 de Mmaryo de 19934 en que fue aprobado el informe del 
Tribunal de Cuentas conmstituyen el: resultado del proceso normal de 
elaboración y aprobación del informe y no afecta en loa más minimos, ni 
la exactitud de 1as respuestás  —hbrindadas, ni la veracidad de las 
conclusiones a que arriba el mismo". 


Este comunicado termina diciendo en su punto 7%: "Que por lo tanto 
rechaza pno5 injurjosas y carentes de todo fundamento fáctico Y 
juridico las acusaciones aque ¿contiene el comunicado de prensa difun- 
dido con fecha 3 de mayo de 1993, por un sector de ediles de la Junta 
Departamental de Montevideo". 


Como decia hoy«+ en muy contadas ocasiones el Tribunal de Cuentas 
sale a la prensa para expresar o hacer valer Su punto de vista porque 
trabaja dentro de un marco especial y en un cuadro juridico peculiar. 
En cierta formas al no poseer el Tribunal de Cuentas atribuciones de 
carácter sarcionatoriv,s su fortaleza está dada en la medida en que 


asi lo quirra la Asambilca Feneraly me sra sn] :sjano que designa sus 
miembres v. (1 rinretipetar on, ra a lt:rmra inra+tonrias de sus actuaciones. 
Por lo Santos 8 anta nn “a "nporeirod «e aq bip a mp dy 
de pr earaa ruirmmipy cAÁs — ; O a sE E E E S 
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Tribunal de Cuentas haya adoptado por sí y ante si, ajeno a toda otra 
consideración. No; así lo ha hecho porque así lo establecen las más 
recibidas doctrinas en la materia. > 


En tal sentido, me voy a permitir citar la opinión de Bartolomé 
A. Fiorini, quíen en su "Tratado de Derecho Administrativo", Tomo I, 
página 348, hablando de la presunción de legitimidad, dice que todos 
los actos de Derecho Público, de cualquier clase que fueren, llevan 
impresa la presunción de su validez jurídica inmediata, sin necesidad 
de que lo establézca una norma expresa. Más adelante agrega que la 
seguridad y vigencia de cualquier clase de acto jurídico se sustenta 
en la presunción, para satisfacer los valores esenciales de paz, 
tranquilidad, solidaridad y justicia que contiene toda norma jurídica 
y» en especial, las de Derecho Público. 


Similares conceptos expresa “ManueP Diez en su obra "El Acto 
Administrativo", página 218, hablando de la presunción de legitimidad 
de los actos administrativos, pues dice que si en el acto administra- 
tivo se encuentrah todos los requisitos necesarios para que sean 
posibles las consecuencias juridicas correspondientes, puede conside- 
rarse que el acto es legitimo en relación ala leyy válido en 
relación a las consecuencias que debe producir. ' 


El mismo autor, en su "Tratado Ue Derecho Administrativo", 
Tomo ll, página 290, al tratar este tema expresa que otro de los 
caracteres del acto administrativo es la presunción de su legitimi- 
dad. Algunos autores se refieren -aludiendo al mismo carácter- a la 
presunción de validez o de legalidad, mientras otros hablan de la 
presunción de justicia. + + 


Por atra parte, si en el acto administrativo se encuentran todos 
los elementos necesarios para que sean posibles las consecuencias 
jurídicas correspondientes, puede considerarse que el acto es legíti- 
mo en relación con la ley y válido en relación con las consecuencias 
que deba producir. 


Esta característica no es exclusiva del acto administrativo, ya 
que se presume también como legitima la actividad legislativa. Las 
leyes se presumen constitucionales, salvo que una sentencia declare 
que no lo son. También las sentencias se presumen legítimas. Vale 
decir en consecuencias que como toda la actividad del Estado es 
jurídicas, es por ello presuntamente legal. j 


Por último, este autor señala que Ja Dresunción de legitimidad de 
la actividod edministrativa se basa también en la idea de ome los 
áraanos administrativos son en realirtad ipnsotromenteos  Aasisterrcacons 
que sólo rersig:ien la satisfacción de los interecs»ss generales dentro 
del orden ¿iurídico. 
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.Estas consideraciones vienen al caso porque el Tribunal de 
Cuentas ha sido denunciado ante la opinión pública, a través de todos 
los medios... de prensas y ha sido acusado de delito ante ra Justicia 
Penal de nuestro país, por lo que, quienes hoy asistimos a esta 
"== "Comisión lo hacemos en calidad de indagados. Este Tribunal también ha 
sido sometido a la jurisdicción de la Asamblea General, para que ésta 
determine si ha existido ineptitud, omisión o delito. 


Por último, queremos declarar que desde su creación en la Consti- 
tución de 1934, es la primera vez que el Tribunal de Cuentas enfrenta 
una situación como la presente, en la que sus miembros son denuncia- 
dos penalmente, ante la Asamblea General y ante la opinión pública. 
Pero más importante aún es que desde su creación, incluyendo el 
periodo de facto», ésta es la primera vez que se desconoce la legiti- 
midad de sus actos, sin mediar siquiera la consulta del órgano que 
habia solicitado su intervención, cuando lo normal y habitual es que 
en caso de duda, esa consulta se formule, más allá de lo que al 
respecto establece el artículo 95 del TOCAF, Esta disposición esta- 
blece que el Tribunal de Cuentas evacuará las consultas que le 
formulen por escrito los organismos públicos, cuyo efecto será 
vinculante en el caso conereto, y publicará periódicamente las 
consultas de interés general, así como otros dictámenes, ordenanzas y 
normas vigentes. Este artículo reconoce como fuente el segundo 
literal del artículo 659 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990. 


SEÑOR SMERALDI.- Luego de la detallada y precisa exposición efectuada 
por el señor Ministro Ramírez» trataremos de volver a centrar la 
exposición en la Resolución del organismo del 28 de mayo de 1993. 


En el Resultando 52 de esa Resolución se dice “que el subsidio al 
transporte creado originalmente sin rubro presupuestal habilitante, 
por Resolución Municipal 132/bis/90, fue recogido en la ampliación 
presupuestal 1990, presupuesto quinquenal y ulterior modificación 
presupuestal. La diversidad y naturaleza de los conceptos a que se 
aplicaba, así como las caracteristicas de las disposiciones presu- 
puestales y las Resoluciones Municipales que lo regulan, dificultaron 
su contralor". 


Ello fue generando situaciones) como la que culminó el 5 de 
febrero de 1992, en que el Tribunal, al tener que intervenir una 
partida de N$ 13,000,.000,000 (Resolución Municipal N29/92, de 
8/1/92), dictaminó que la Intendencia debería proporcionar el detalle 
del cálculo porel quese estimó en ÑN$ 5.000.000.000 el importe 
correspondiente al apoyo a las cooperativas, (Rerolución Municipal de 
15 de feotrero de 1932), 


ES 


La respiueocta data par la Intendencia Muricipal el 6/2/82 cesuite 
insuficientes lo nue ameritéó que con fechas 19, 23 y 26 de febrero se 
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le formularan sucesivos pedidos de ¡información complementaria, de 
cuyo análisis surgiá que en diversas oportunidades se alteró el 
destíno de la partida de N$ 5,000.000.000. (Resolución-«del 13 de 
marzo de 1992)", y , . 


SEÑOR POLLA.- Créo que a esta altura conviene detenerse a hacer un 
análisis acerca de cómo se procesó esta partida a que venía haciendo 
referencia el señor Presidente del Tribunal de Cuentas, porque ello 
ilustra acerca de las circunstancias en las cuales este organismo 
desarrolló la auditoría en relación a la aplicación del subsidio al 
boleto. : 


Cuando esta partida de N$ 13.000.000,000 de que dispone la. 
Intendencia Municipal de Montevideo con fecha 9 de enero de 1992 
'" Resolución 9/92- llega al Tribunal para su intervención previa, éste 
solicita información complementaria para saber cómo se descomponía 
ese gasto en las distintas partidas que deberían ser adjudicadas a 
' destinos diferentes. 5 ! 


« 


La información solicitada fue contestada en dos oportunidades, el 
16 y el 22 de enero respectivamente. En la respuesta de la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo se dice que la referida información 
complementaria determina que la partida se descompone en los  si- 
guientes destinos: para boletos de estudiante -—es decir, la contribu- 
ción que realiza la Intendencia a fin de abaratar ese boleto-» 
N$ 3.200.000.000;5 para el boleto de los jubilados N$ 4.800.000.000 
-=-el subtotal alcanza a los N$ 8,000.000.000-5 y para apoyo a las 
cooperativas, N$5$ 35.000.000.000. 


Cuando el Tribunal se encuentra frente a esa partida de 
N$ 3.000.000.000 respecto a la cual simplemente se dice que €es para 
apoyo a las cooperativas, señala que con referencia a ese concepto no 
se proporciona la base de cálculo correspondiente. Y, en el Conside- 
rando 32 de esa Resolución señala que, por lo establecido en el 
Resultando 6%, el Tribunal no tiene elementos de juicio suficientes 
que justifiquen el monto a intervenir por concepto de apoyo a las 
cooperativas. 


Finalmente, en su acuerdo», el Tribunal señala que la Intendencia 
Municipal de Montevideo deberá proporcionar el detalle del cálculo 
por el que se estimó en N$ 5.000.000.000 el importe correspondiente 
al concepto relativo al apoyo a las cooperativas, más allá de las 
informaciones que después pudiera brindar la Intendencia sobre este 
tópico. 


Pido anne cesares !egizliadorss que presten ateorngiárn a la res- 
. 


cuesta dra por la Intardencia el sde fesrero de 192, en relacion a 
la hase re ráleculo ce se habia estimado para dicha partida, 
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En la. información al Tribunal de Cuentas se consigna:  "a) 
N$ 35350,.000.000 mensuales para partidas de mayores costos para cinco 
empresas (excluyéndose a Cooptrol) y una previsión suplementaria para 
los meses de enero y febrero 'por la baja venta de boletos, registra- 
da en estos meses tradicionalmente'. - b) N$ 2,500.000.000 .para el 
funcionamiento del Fondo Social creado por resolución N?2 392/92 para 
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atender la situación salarial de los trabajadores de Cooptrol"”. 

- Más adelante, el Tribunal establece: "7?) que la información 
suministrada con fecha 6/2/92 resultó insuficiente, lo que ameritó 
que este Cuerpo formulara con fechas 19, 25 y 26 de febrero, sucesi- 
vos pedidos de información complementaria. En particular era interés 
de este Tribunal conocer las razones por las que» los 
N3$ 5.000.000.000 comprendidos en el gasto autorizado por el Intenden- 
te Municipal el 8/1/92, incluían, a esa fecha, 
Ns 2.500.000.000 destinados a aportes al Fondo Social que aún no se 
había creado; 8) que por nota ¡ingresada a este Cuerpo con fecha 
4/3/92 la Intendencia actuante, en respuesta a las referidas solici- 
tudes de información expresa: a) que la partida de N$ 3.000,.000.000 
incluía al 9/1/92 N$ 1.400.000.000 para mayores costos, 
N$ 300.000.000 como partida especial de enero y 'febreros, 
N$ 3.300.000.000 como partida destinada a apoyar la compra de nuevas 
unidades". Los señores Legisladores podrán observar cómo Cambia la 
distribución de la partida N$ 5.000.000.000. 


En otro Resultando se señala: "9) que de la información recibida 
surge que en diversas oportunidades'se alteró el destino de la 
partida de N$ 5.000.000.000 que no fuera intervenida por este Cuerpo 
en su acuerdo del 5/2/92, a saber: a) con fecha 16/1/92 al solicitar- 
se a estes Cuerpo la intervención preventiva se comunicó que los 
Ns 5.000.000,.000 correspondian al concepto 'Apoyo a las Coopera- 
tivas'; b) con fecha 6/2/92 se ¡informó que la referida partida 
incluía N$ 2.200.000.000 por mayores costos, N$ 300.000.000 como 
previsión suplementaria para: los meses de enero y febrero por la baja 
venta de boletos en ellos registrado y N$ 2.500.000.000 para el 
" funcionamiento del Fondo Social, con fecha 4/3/92 en la información 
remitida se expresa que 'cuando se hiciera la ¡imputación original, 
con fecha %9de enero, en realidad los N$ 5.000.000.000 estaban 
previstos de forma diferente. N$ 1.400.000.000 para mayores costos, 
N$ 300.000.000 como partida especial de enero y febrero, 
N$ 3.300.000.000 como partida destinada a apoyar la compra de nuevas 
unidades; d) que en la misma oportunidad se informa que finalmente, 
la partida de N$ 5.000.000.000 se integra cons N$ 1.400.000.000 para 
mayores costos, N$ 300.000.000 para ¡partida especial de enero y 
febrero, N$ 800.000.000 para cubrir mayores costos que deberán 
afrontar las empresas menores para la importación de ómnibus y 
NS 2.500.000,000 para apoyo al Fondo Social". 


Entonces en los considerandos el Tribunal de Cuentas dicer " 5) 
que la utilización de los rubros presuniestales destinados a subsidio 
al Transvorte, tanto rara el pago te salariss y otras tenidas inte- 
grantes del pasivo de tma empresa ave cesó en su actividad, como para 
la realización de edelantes al Fordo Sostals constituyen una utiiiza- 


ame 


- 18% - 


ción de fondos públicos para finalidades ajenas al destino presupues- 
tal aprobado para las mencionadas. partidas". Á esta altura, el 
Tribunal de Cuentas señala la utilización de los fondos, previstos 
para el subsidio al transporte y para otros destinos que no estaban 
comprendidos en la resolución municipal habilitante. 


Más adelante establece: " 7) que las diversas y sucesivas opor tu-. 
níidades verificadas en tan breve período en que se alteró el destino 
original de la partida de N$ 35.000.000.000 con posterioridad a que la 
misma fuera sometida a la intervención previa del Tribunal, tal como 
se señala en el Resultando 3%, puso en evidencia debilidades en la 
gestión financiera de la Intendencia Municipal» y dificultó el cabal 
': ejercicio de los cometidos de intervención que competen a este Cuerpo 
por mandato expreso del Inciso B) y E) del articulo 211 de la Consti- 
tución de la República". Me permito señalar el cuidado y la pondera- 
ción con que viene manifestándose el Tribunal de Cuentas frente a 
esta situación tan peculiar planteada por la Intendencia Municipal de 
Montevideo. 


Continúa diciendo: "10) que lo expresado en los dos Considerandos 
precedentes es sin perjuicio de continuar con el estudio dispuesto 
por este Tribunal en Resoluciones del 26/12/91 y 19/2/92 ...". 


Finalmente, el Tribunal acuerda: "12) Observar el gasto de 
N$ 2.500.000.000 destinado a Apoyo al Fondo Social (Considerando 4 y 
5)". Queda muy claro, pues, lo que acaba de decir el señor Presidente 
cuando lee el Resultando 35) de nuestro dictamen final. 


SEÑOR SMERALDI.- En el Resultando 6) señalamos "que ante situaciones 
como ésta, y aun antes de recibir los pedidos de informes formulados 
por la Junta Departamental] de Montevideo, este Tribunal adoptó las 
siguientes medidas. Con fecha 26 de diciembre de 1991 dispuso que las 
Divisiones Técnicas Auditoría y Jurídica procedieran a realizar un 
pormenorizado informe sobre la fuente de recursos, disponibilidad y 
afectación relativa a los gastos y pagos efectuados por la : Inten- 
dencia Municipal de Montevideo por concepto de subsidio a las empre- 
sas de transporte colectivo urbano de Montevideo". "Además, con fecha 
19 de febrero de 1992 dispuso la designación de un equipo de audi to- . 
ría integrado por. contadores y abogados para que estudiaran el tema 
en profundidad. Esta resolución se adoptó tomando en consideración la 
recomendación formulada en ese sentido por los técnicos inicialmente 
designados, quienes ante la complejidad de la situación planteada, 
realizaron tal propuesta en informe del 29 de enero de 1992". 


SEÑOR MUNIZ DURAND.- El resultando que acaba de mencionar el señor 
Presidente del Tribunal de Cuentas refiere a medidas adoptadas por el 
Cuerpo que son anteriores  -aunque algunas próximas en el tiempo- al 
pedido especifico de auditoría que realizó la Junta Departamental de 
Montevideo el 27 de febrero de 1992. El señor Presidente ha citado 
medidas adoptadas nor el Cuerno el 26 de diciemhre de 1991 y el 19 de 
diciembre de 1992, C>-m0 el tema venía siendo considerado en el «u2n-"mal 
trahajo de los sorvicios, me nermito acregar simplerente un antere- 
dente que en su momento nos pareció excesivo incluir en esta resolu- 
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ción y que demuestra por qué razón, en gran medida, el Tribunal venta 
procediendo a determinadas intervenciones. 


Me refiero al Oficio ,N2 145.737, del 4 de marzo de 1991 firmado 
por la contadora Fernández Arias de Casal y dirigido a quien por 
entonces era el Contador Delegado del Tribunal de Cuentas ante la 
Intendencia Municipal de Montevideo, el contador Ariel Álvarez. 
Aclaro que estoy hablando de una comunicación interna, no referida a 
una resolución del Cuerpo,» síno de funcionamiento normal de los 
controles que se realizan. Dicho oficio señala lo siguiente: "Por la 
presente solicitamos a Ud. se sirva informar a este Tribunal:- 1) Qué 
controles realiza la Contaduria de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, sobre el pago del denominado 'subsidio del precio del 
boleto del transporte capitalino'; 2) Si en su carácter de Contador . 
Delegado de este Tribunal ha. recibido de las Empresas de transporte 
información en que se “dé cumplimiento al artículo 589 de la Ley 
N2 15.903 y», en caso negativo,» si es de su conocimiento que las 
citadas Empresas hayan presentado dicha información a la Intendencia 
Municipal de Montevideo". 


En la Intendencia Municipal de Montevideo se da trámite muy 
rápidamente a esta solicitud y el 10 de abril el Tribunal de Cuentas 
recibiá la contestación de la Dirección General de Tránsito y Trans- 
porte -fechada el 8 de abril-, con la firma del señor Rossi, remitida 
al contador Alvarez para su posterior envío al Tribunal. Esta nota 
señala lo siguiente: "A su solicitud cúmplenos ¡informarle que el 
Departamento de Tránsito y Transporte realiza el seguimiento de cada 
uno de los rubros que componen mes a mes el “subsidio del precio del 
boleto del transporte capitalino'.- Actualmente estos rubros son: a) 
*'complemento al precio bonificado del boleto de jubilado'. (...) b) 
'complemento al precio bonificado del boleto de estudiante'” (,..). 
c) 'partida de apoyo por mayores costos de  funcionamiento', que se 
administra de acuerdo a los niveles de actividad y la si tuación 
económico-financiera de las empresas". 


El señor Rossi agrega luego tres precisiones importantes: "Ini- 
cialmente el subsidio incluía tres conceptos más: 1) Compensación por 
retroactividad en el ajuste de tarifas entre el 12 y el 15 de febrero 
de 1990.- 2) reintegro del IMESI del gasoil consumido por empresa 
para cumplir .el servicio (aplicado hasta el 31/3/90) (...).- 3) 
partida para el abatimiento de costos de mantenimiento. Su aplicación 
tuvo una incidencia decreciente por boleto hasta que se apeaLo el 
1/10/90". 


Luego señala: “La Intendencia Municipal de Montevideo controla: 
a) Evolución histórica de los boletos de distintos valores vendidos 
por las empresas (...).- b) Declaración jurada con certificación 
profesional por parte de las empresas referida a boletos vendidos, su 
tetal!le, servicirs efectivamente cumplidos, kilómetros recorridos.” 
c) Inspecciones de -aomprohación nor rarte de técricos de la IMM-DIT, 


comprabando información recibida Y Ibequezodo rosuyltarñas (,,.1,- 9) 
Auditorias esterrnasy que ya se Pan realtrado en CUTOSA y COMESA, 
eobre venta de boletos, compras: gastos y situación de la empresa 
lo.e.dos En lo sie respecta a las cooperativas, este trabajo se 
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realiza como base del esfuerzo por definir su viabilidad y alternati- 
vas para garantizar en el futuro el servicio a la población”. 


Como he señalado, este oficio se envía rápidamente al Tribunal de 
Cuentas. He apartado esta información porque» si bien no figura en 
los resultandos citados por el señor Presidente, abona dos hechos: 
que aún antes de las resoluciones adoptadas por el Cuerpo -antes del 
pedido de informes de la Junta Departamental-, de acuerdo con el 
normal funcionamiento de los distintos servicios, jerarcas y subal- 
ternos y Contadores Delegados del Tribunal de Cuentas, ya se venía 
estudiando detenidamente el tema y, además, se estaba requiriendo 
información a la Intendencia Municipal de Montevideo, que ' aportó 
puntualmente, lo que ¡iba dando tranquilidad a los jerarcas del 
Tribunal de Cuentas en cuanto a cómo se venían cumpliendo estas 
normas marco respecto del subsidio al transporte. 


SEÑOR KORZENIAK.- Estamos escuchando con mucha atención las exposi- 
ciones de los distinguidos visitantes, miembros del Tribunal de 
Cuentas. Nos parece que ha sido muy acertado que el señor Presidente 
del Tribunal de Cuentas haya indicado que para mantener la coherencia 
de la exposición no le parecía opor tuno quis hubiera interrupciones. 
Comparto esta sugerencia porque ello permite que la exposición sea 
más estable. Pero hay un problema, razón: por la cual planteo esta 


pregunta. 


Todos sabemos que en el Senado estamos abocados al tratamiento de 
una ley que tiene plazos inexorables, ya que ha sido declarada de 
urgente consideración. Por lo tanto, temprano en la tarde tendremos 
sesiones de Comisión y luego la sesión plenaria. Durante las exposi- 
ciones realizadas me surgieron dos preguntas que no voy a formular a 
menos que se acordara realizar una nueva sesión en la que se puedan 
hacer interrupciones o que los distinguidos visitantes flexibíilicen 
su propuesta de que no haya interrupciones. 


Planteo esto como una alternativa, excusándome por haberlo hecho» 
pero me parecía que era indispensable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El criterio de la Mesa -que, desde luego, queda 
sometido a lo que resuelva la Comisión- es que independientemente de 
las dificultades que cree al órgano legislativo el tiempo que dedica 
a dilucidar la denuncia formulada -aunque aquí no hay inculpados, 
sino simplemente denunciados-, este tema prima sobre cualquier otra 
consideración. i 


Por lo tanto, la Mesa no va a obstar a que los señores miembros 
del Tribunal de Cuentas articulen sus exposiciones en el tiempo que 
estimen pertinente. 


La Mesa se permite anunciar a la Comisión que si no tiene ninguna 


otieción nue formular, accederá a la sugerencia del señor Ministro 
dal Tribunal de Cuentas para 06U6e se incluya en la versión taguigráfi- 
ra la Pesolucióén de ese orgavismo de fecha 28 de mayo de 17973, 
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SEROR SMERALDI.- Sinceramente, nos hacemos cargo del planteo del 
señor Senador Korzeniak. No queremos que la necesaria profundidad con 
—que debe ser analizado este tema interfiera con la disponibilidad de 
tiempo de los señores Legisladores, que la sabemos escasa. No obstan- 
te, vamos a tratar de compatibilizar lo que sería el fin de nuestra 
exposición, a los efectos de poder ingresar en las necesarias pregun- 
tas que deseen hacernos. Es de nuestro interés llevar a cabo esta 
instancia a los efectos de que sea esclarecido este tema que para el 
Tribunal tiene que quedar dilucidado para que la ciudadania comprenda 
cuál fue. el espiritu y el procedimiento con que se realizó nuestro 
trabajo, sometido a consideración de la Junta Departamental de 
- Montevideo. : 


Voy a retomar mi exposición. En el Resultando 72 entramos direc- 
tamente a aludir el pedido de informes que nos hace la Junta Departa- 
mental de Montevideo. Decimos "que una vez recibidos con fecha 4/3/92 
los pedidos de informes dispuestos por Res. Nos. 3.301 y 3.302 de la 
Junta Departamental de Montevideo, y a fin de dar respuesta al amplio 
temario que incluia, se cumplieron las siguientes actuaciones". En el 
punto 7.1 se indica que "se realizó un extenso trabajo de investiga- 
ción de los hechos y de la problemática planteada en torno al subsi- 
dio al transporte colectivo urbano de pasajeros, el que se cometió a 
un equipo auditor integrado por contadores y abogados". En el punto 
7.2 se expresa que "dicho equipo realizó un informe preliminar con 
fecha 11 de agosto de 1992, cuyo Capítulo" 2 incluía un subcapí tu- 
lo 2.2 titulado "Limitaciones a los trabajos”, donde se señalaba que 
no había recibido respuesta a la información complementaria solícita- 
da al Banco de Previsión Social y a la Dirección General Impositiva 
en relación a la vigencia de los certificados expedidos a las empre- 
sas beneficiarias del subsidio. En el punto 7.3 decimos que "este 
informe fue procesado por el equipo auditor y las jerarquías de los 
Departamentos respectivos, y luego de diversos ajustes, con fecha 28 
de agosto e 1992, los técnicos actuantes suscribieron el texto que 
fue elevado a consideración del Tribunal el 12 de setiembre del mismo 
año". En el punto 7.4 expresamos que “dicho informe fue evaluado» 
como es de estilo, en diversas reuniones de trabajo, con los técni- 
cCo8, surgiendo ajustes de estructura y de redacción. En dicho período 
se recepcion la información complementaria que había sido requerida 
al Banco de Previsión Social y a la Dirección General Impositiva". En 
este punto se remite al lector al punto 3.2 del informe remitido a la 
Junta. Esto “llevó, en las sucesivas correcciones de la redacción, a 
eliminar el ya referido subcapitulo 2.2 titulado "Limitaciones a los 
trabajos". En el punto 7.5 manifestamos que "la tarea de realizar los 
ajustes aludidos se encomendó a dos integrantes del equipo auditor» 
quienes los efectuaron sin alterar la esencia del informe preexisten- 
te y elevaron al Cuerpo con fecha 11 de diciembre de 1992, previo 
pasaje por las Direcciones Generales pertinentes, conforme al trámite 
administrativo interno", 


En el Resultando %2 señalamos "que paralelamente al proceso de 
elaboración del informe que se menciona en el Resultando anterior. 
1365 tareas (ce. auditorias cortinuaron realizándose, orientándose 
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" especificamente al análisis del Item de Subsidio por "mayores cos- 
tos", en consideración a su complejidad y al significativo volumen de 
pruebas a realizar y a efectos de poder evaluar el tema en- su real 
dimensión". En el punto 8.1 decimos que "Fue precisamente como conse- 
cuencia del avance yde las resultancias que venía teniendo esta 
auditoría, que el Tribunal fue adquiriendo la presunción de la exis- 
tencia de apartamientos en el cumplimiento de las normas invocadas» 
por lo que estimó necesario esperar a su culminación antes de expe- 
dirse". Enel punto 8.2 expresamos que "ya en el primer informe 
elevado a consideración del Cuerpo el 1/9/98, (Resultando 37.3), los 
auditores, al emitir opinión sobre los procedimientos utilizados para 
el cálculo del subsidio, formularon objeciones en relación alas 
partidas correspondientes a "mayores costos de explotación" y respec- 
to a las que la Intendencia denomina partidas especiales". Por ello 
decimos en el punto 8.3 que, "sin perjuicio de haber efectuado inter- 
venciones a las partidas períóédicas de subsidio, sometidas a su 
consideración en forma global, ante nuevos pedidos de intervención se 
optó, para no interferir con el normal funcionamiento de la Adminis- 
tración, por intervenir en forma preventiva esas partidas. Dicha 
intervención sólo certificaba preventivamente la legalidad del gasto, 
pero ello no avalaba la correcta aplicación de los criterios dé 
erogacián". En el punto 8,4 manifestamos que "En atención a dichas 
circunstancia, en las Resoluciones de fechas 7/10/92, 8/12/92 y 
27/1/93 se señaló que los criterios de erogación del referido ítem 
estaban siendo estudiados y que oportunamente se dictaminaria al 
respecto, lo que se concretó en Resolución de fecha 3/2/93". 


En el Resultando 92 se expresa que "teniendo en cuenta que la 
referida Resolución fue dictada en función de las constataciones 
realizadas en el proceso de la Auditoría y que, en consecuencia, sus 
aspectos medulares surgieron del informe de fecha 11/12/92, así como 
del anterior, elevado el 12/9/92, resultó imperioso ¡incluír su 
mención a efectos de una mejor ilustración del organismo requirente". 


En el Resultando 10, y último, decimos "que dicha mención conte- 
nida en el punto 4.3.1 de las páginas 17 y 18 del informe, y punto 4 
de la página 353, fue proyectada por los mismos técnicos actuantes, el 
29 de marzo de 1993, lo que fue aprobado por el Cuerpo en la misma 
fecha. En definitiva, en sesión de 31 de marzo de 1993 se aprobé el 
informe de la Auditoría practicada y se dispuso remitir copia auten- 
ticada del original adjuntándose los anexos correspondientes a la 
Junta solicitante", 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL.- Lo referente a la resolu- 
ción del 28 de mayo es el nudo gordiano del problema indica cómo se 
generá el informe, Además, es la aclaración de que dicho informe mo 
tiene ninguna irregularidad. Quisiera remarcar que se trata de una 
conclusión a=ztricta y claramente resnaldada por ¡ae resuiltarneias 
Anrunertales tol sx*pedionte, 
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Yo» * qué he sido durante años abogado del Tribunal de Cuentas 
antes de ser Ministro y estoy acostumbrado a los expedientes Judicia- 
les, puedo decir que allí los expedientes no se llevan en: forma muy 
detallada ni burocrática, pero esta vez me sorprendieron. El Tribunal 
realiza entre 120 y 140 expedientes por semana, en los cuales a veces 
un jerarca en lugar de poner una constancia clara del proyecto de 
resolución en el «que discrepa con el asesor, por ejemplo, simplemente 
tacha y escribe con birome encima, Materialmente es imposible hacerlo 
de otra manera en los plazos perentorios que la ley fija al Tribunal. 
Pero en este casó, cuando fuimos a yer el expediente notamos que está - 
precisamente documentado todo lo que el Tribunal ha dicho. 


Quisiera remarcar este hecho. El Tribunal recibe un pedido de 
informes de la Junta en marzo de 1992 y designa un equipo auditor, 
que ya estaba investigando» pero que ahora su trabajo se hace impe- 
rioso a los efectos de dar respuesta a un interrogatorio muy extenso 
que implicaba revisar todo lo que había pasado con el subsidio del 
boleto. Este equipo trabajó entre febrero y agosto de 1992 e hizo un 
informe preliminar que tiene fecha 1í de agosto. Obviamente, ese 
informe fue procesado por los mismos audi tores y equipos, por lo que 
había que llegar por consenso a soluciones en puntos en los cuales de 
pronto había discrepancias entre los técnicos; de todos modos, se 
.1lográ realizar un informe únicos, firmado por todos los auditores, que 
es elevado al Tribunal con fecha 31 de agosto. 


Este informe tiene algunas características que conviene señalar. 


En primer lugar, está precedido por un indice que tiene un 
Capítulo llamado "Aclaraciones y Limitaciones" -que coincide con el 
del informe- en el cual se hace referencia a que determinados puntos 
no se habían podido contestar, porque se carece de esta información. 
La DGI y el Banco de Previsión Social no habían contestado las 
preguntas que se le habian formulado. 


En segundo términos, el informe no contesta punto por punto las 
preguntas de la Junta, simplemente expone orgánicamente las resultan- 
cias del trabajo de campo del equipo de auditoría. Al final usaba una 
especie de clavez por ejemplo, decia que la pregunta 23 estaba 
contestada en el punto B de la página 32, o que la pregunta 14 estaba 
contestada en el punto C de la página 19, con lo cual para saber 
cuáles eran las respuestas a lo" que preguntaba la Junta, había que 
usar la clave, lo que resultaba engorroso y confuso. 


En tercer lugar, los auditores plantean, en este momento, que sus 
conclusiones respecto al uso de la partida de mayores costos eran aue 


la misma les parecía irregular y que se habian incluido en esos pagos 
"subsidios por mavoros cestos rartiídas que oe tenrían ninguna posibi- 
lidad de justificación como  mayeres costos. Además, esto obligaba a 
cue el Tribunal revisara lo due estaba actuando en expedientes 
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separados, respecto a la intervención de la partida trimestral 
global. Esto provoca tres resoluciones del Tribunal. Por un lado, se 
dijo a los auditores que las limitaciones debían ser superadas porque 
no podían responder a la Junta que el Banco de Previsión Social no 
había contestado y, por consiguiente, debían ir personalmente al BPS 
a requerir esa AREA e 


En segundo lugar» designamos un equipo con dos de los auditores 
tun abogado y un contador - de alta jerarquía- que habían liderado el 
trabajo, para que reformularan el informe, de tal manera que se diera 
respuesta punto por punto a las preguntas de la Junta. Es decir que 
cada pregunta debía tener una respuesta concreta. . 


En tercer término, nos abocamos al estudio del problema de los 
mayores costos, que era muy complicado y que requería más investiga- 
ción, por lo que exigimos que los contadores auditores siguieran 
averiguando para saber si las conclusiones eran exactas, ya que ello 
ros obligaba a rever la partida que trimestralmente venía en forma 
global. Lo único que certifica el Tribunal cuando hace la interven- 
ción previa al gasto, es que hay autorización legal, que el crédito 
tiene fondos suficientes y que el ordenador del gasto es competente. 
Pero el tipo de ¡irregularidad que habían detectado los contadores 
sólo se podía percibir en auditorías posteriores, es decir, revisando 
cómo se había liquidado y qué se había pagado a cada empresa. Mien- 
tras se concluían estos estudios, en la intervención preventiva del 
gasto correspondiente a la partida trimestral -la primera partida que 
vino a intervención del Tribunal luego de estos hechos fue la corres- 
pondiente a octubre-», el Tribunal incluye una salvedad que decía que 
encontrándose el tema del subsidio por mayores costos a estudio del 
Tribunal, se. .intervenía con salvedades y se expediría a la brevedad 
una opinión definitiva. 


El equipo siguió trabajando y el 11 de diciembre fue elevado el” 
informe reformulado por estos dos técnicos -abogado y contador-, en 
el cual se contestaban punto por punto, las preguntas de la Junta. 
Este ¡informe también tiene ¡algunas peculiaridades que conviene 
resaltar. Se había conseguido toda la información que faltaba, con lo 
cual el Capítulo "Limitaciones" desapareció y quedó un Capítulo 
llamado "Alcance", aunque en el indice seguía figurando el título 
"Limitaciones"  -aunque nadie lo advirtió-. Posteriormente se daría 
una gran importancia, a este hecho. Una importancia absolutamente 
desproporcionada. A 


Otra característica es que en la hoja inmediata anterior al texto 
hay dos notas. En una, los dos auditores expresan que elevan el texto 
definitivo y lo firman y», en la otra, la Directora General de la 
Dirección de Auditorias lo eleva y dice que está reformulado de 
acuerdo con las instrucciones del Tribunal. Posteriormente, esto fue 
usado en los comunicados de prensa que lev el =>%er Mininxtro Ramí- 
rez, pretendiendo oe ella orababa tra especie de reformulación oue 
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habria habido en marzo. Pero no es así. La nota en la cual la Direc- 
tora General de la Dirección de Auditorías hace estas manifestacio- 
nes, que evidentemente llegó a la Junta, está fechada en diciembre y 
simplemente es la reformulación del informe de agosto, en que el 
Tribunal ¿instruyó para que se contestara cada pregunta en la forma - 
que ya he expresado, 


Además, los auditores hicieron notar al Tribunal que seguíamos 
sin resolver el problema de los mayores costos y que obviamente 
estaba muy bien .-que aprobáramos el informe de Auditoría, (ellos 
ratificaban todo lo que habian dicho respecto a la irregularidad del 
uso de la partida de mayores costos), pero decía que en el otro expe- 
diente, en el cual estábamos interviniendo la partida global, tenía- 
mos que tomar una resolución coherente con ello. En diciembre esto 
entra a estudio del Tribunal yel 3mde. febrero éste decidió por 
unanimidad, en el otro expediente, que respaldaba la opinión de los 
auditores, pero había que advertir a la Intendencia cuáles eran los 
alcances de la partida de mayores costos, qué nó se podía hacer con 
ella, qué se había estado haciendo, y que sí en el futuro se incluía 
ese tipo de partidas en el cálculo sería observada la partida ínte- 
gra. Esta resolución se basa en el trabajo de los auditores y en sus 
conclusiones. No es cierto que se haya pretendido modificar el 
informe a posteriori, al contrario, son los auditores quienes llegan 
a la conclusión de que la partida está siendo usada en forma irregu- 
lar y que se han pagado sumas que no corresponden a mayores costos. 
Esa conclusión de los auditores es lo que obliga a retomar la resolu- 
ción de febrero. Dicha resolución no es retroactiva; simplemente 
advierte a la Intendencia que las intervenciones de gastos que en el 
futuro tengan esa irregularidad que ahora habíamos detectado no iban 
a pasar. Esto no quiere decir que estuviéramos aplicando esta resaiu> 
ción de febrero retroactivamente al año 1992. 


Obviamente, el informe de la Auditoría descubrió las irregularí- 
dades y fueron constatados porque se escapó del marco legal y regla- 
mentario que limitaba lo que podía pagar la Intendencia, pero no 
porque se aplicara retroactivamente esta resolución. La Intendencia 
pagó por esta vía sumas imposibles de justificar como mayores costos 
dentro del marco legal reglamentario a que estaba obligada, y estaba 
obligada ano actuar en esa forma, aun antes de la decisión del 
Tribunai de febrero de 1993. Además, el Tribunal no podía haber 
descubierto esa ¡irregularidad cuando sometía la partida global a la 
intervención previa del gasto. Este era un tipo de irregularidad que 
sólo podía detectarse con un ¡intenso trabajo de Auditoría a poste- 
ríori revisando qué era lo que se pagaba exactamente en cada caso a 
cada empresa. 


En cuanto «al expediente original, el 28 de marzo de 1993, los 
mismos auditores nue firmaron el informe del 11 de diciembre, eleva- 


ron al Tr'b:urai ina srocuesta Nara racer una modiFicación en las 
náginmas 17 y 394. Estas modificaciones eran  necesarías ya que si el 
Tribunal aorobaba el informe en definitivas, el mismo debía contener 
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la información actualizada a marzo de 1993, lo cual es una técnica de 
Auditoria ' irrefutable, ilevantable y absolutamente necesaria. Es 
decir que el día que se aprueba el informe se debe contar con todos 
esos datos. Además, habiendo un hecho superviniente, que es la 
resolución del 3 de febrero, convenía citarla para que cuardo la 
Junta lo recibiera, a través de su lectura comprendiera ciaramente lo 
que había sucedido y cuál había sido el orden cronolégico. 


El 31 de marzo de 1993 el Tribunal aprobó en definitiva el 
informe de Auditoria. Este está integrado por dos informes firmados 
por los mismos dos técnicos, uno es del 11 de diciembre y el otro del 
28 de marzo. El Secretario del Tribunal procedió en la forma en que 
éste le había ordenado, es decir, mandó a un operador de PC -porque 
el informe está en la memoria del disco duro de una computadora- que 
hiciera las dos sustituciones textuales, que los dos Auditores . 
proponían. Es decir, en la página 17 sacóá un texto y puso otro y en 
la página 34 procedió de la misma forma, con lo cual quedó en la 
memoria del PC la resolución con el texto definitivo de la Auditoría 
que habían propuesto los Auditores y que el Tribunal había aprobado. 


ES 


A renglón seguido editó un nuevo ejemplar en la impresora del PC 
y lo incorporó al expediente. En la otra una copia idéntica a aqué-. 
lla, se puso la constancia de que era copia fiel y se remitió con 
oficio a la Junta Departamental. 


Este ejemplar tiene algunas características que ya he ido rese- 
Rñando: En el índice mantiene el título "Limitaciones", el cual perma- 
necia desde el mes de agosto del año anterior y nadie advirtió que en. 
diciembre se había eliminado. Pienso que esto es una incongruencia 
menor, y la importancia que se le dio a ello es absolutamente carente 
de sentido. ' 


Además del informe de diciembre, se remitió a la Junta una copia 
de la foja previa a éste, en la que consta su elevación al Tribunal. 
Esta foja a que me acabo de referir, es la que tiene la firma de los 
dos auditores manifestando que aprueban el informe enel mes de 
diciembre, y la nota de la Directora General de Auditoría que dice 
que lo eleva reformulado conforme a las instrucciones del Tribunal. 
Se ha explicado que a lo que alude la Directora es simplemente la 
reformulación que pidió el Tribunal en agosto, de forma tal de que el 
informe contestara pregunta por pregunta. 
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Tal reformulación fue la ordenada por el Tribunal y debo decir 
que adenás la forma como fue editado el texto, a ls de un PC», 
mantuvo la fecha 11 de diciembre de 1993. Sinceramente, debo manifes- 
tar que en primer lugar el ejemplar remitido a la Junta Departasental 
es copia auténtica ya que coincide exactamente con el texto final 
aprobado e incorporado al expediente luego de la resolución del 31 de 
marzo de 1993. El mismo también mantiene la fecha original del 11 de 
diciembre de 1992. Creo que ni siquiera se trata de una fotocopia, 
sino que simplemente editaron mediante el PC dos veces el mismo 
ejemplar: uno fue colocado en el expediente y el otro fue rubricado 
-. como copia fiel y fue enviado a la Junta Departamenta!]. 


En segundo término, la forma en que la Secretaría del Tribunal 


elaboró el texto final fue exactamente la ordenada; diría que fue 


confeccionado con un criterio casi notarial. Podría haber sucedido 
que alguien se hubiera puesto a escribir a máguina y hubiera conside- 
rado que una fecha estaba mal y la hubiera cambiado; esto no sucedió 
así pues la Secretaría del Tribunal hizo exactamente lo que se le 


ordenaba: tenía un texto de diciembre y uno con la firma de los 


mismos dos auditores: en marzo que pedían un cambio en las páginas 17 
y 34, que fue lo único que aprobó el Tribunal y lo único que cambió 
la Secretaría. 


Y 


Tal como se dijo por parte de algunos de los Ministros que me 
precedieron en el uso de la palabra, la fecha del informe de audi to- 
ría es la fecha en que el Tribunal lo aprueba, o sea, el 31 de marzo 
de 1993. Por lo tanto» no existe ninguna incongruencia en el texto ni 
inclusión de datos posteriores a la fecha del informe de los audi to- 
res. Dicho informe tiene dos fechas por cuanto se integra por dos 
partes: una que corresponde al 11 de diciembre y otra al 28 de marzo. 
Tampoco existió¿ ninguna alteración deliberada de los datos ni modifi- 
cación parcial del informe de los auditores. Quería dejar esta 
constancia pues se trata de las conclusiones de los Resultandos que 
estaba leyendo el señor Presidente del Tribunal. 


SEROR SMERALDI.- Cuando el señor Ministro Aguirre inicia la exposi- 
ción dice que estamos frente al epicentro del problema referido al 
aspecto formal de la presentación del informe y a algunos cuestiona- 
mientos de procesamiento interno en el Tribunal. El señor Ministro ha 
realizado una exposición de los hechos muy clara, la cual está 
respaldada en documentos del Tribunal de Cuentas. 
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No es mi intención abundar o complementar de alguna manera la 
información que se acaba de proporcionar, pero de alguna manera 
quisiera reforzar tres o cuatro puntos. 


En primer lugar, la auditoría es un procedimiento y asi fue hecho 
en el Tribunal de Cuentas. Este aplicó todas las garantías que tiene 
cualquier administrodor ciranmdo se le somete a una auditoria Ae este 
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tipo. Tantas garantías hay que el Tribunal lo estudia en todas ias 
oportunidades que se considere necesarias para que las conclusiones 
sean compartidas, si es posible, unánimemente, como lo fue en este 
caso, contando con la aprobación de los siete Ministros, de los 
jerarcas superiores del organismo y de los funcionarios intervinien- 
tes. Este dictamen tiene la opinión unánime del Tribunal de Cuentas. 


En segundo término, este dictamen contiene referencia a fechas 
que se juzgan como anacronismos, pero que necesariamente debieron 
incluirse, no con el sentido que se interpreta en cuanto a que el 
objetivo de está medida es cambiar. o alterar lo: que el inforae 
expresaba en su contenido, sino todo lo contrarios fueron incorpora- 
das -inclusive a pedido de los propios auditores actuantes- en mérito 
a que quien era auditado debía. tener conocimiento ide que la resolu- 
ción de marzo no tenía efecto retroactivo. En el punto segundo, de 
dicha resolución se establece la comunicación a la Intendencia 
Municipal de Montevideo, expresando que en las futuras intervenciones 
de gastos, por el expresado concepto, este Tribunal se ajustará a los. 
procedimientos señalados. En este caso el Tribunal no le da efecto 
retroactivo a la resolución; cuando la referencia a esta resolución 
es incluida en el informe, se persigue que quienes lo lean interpre- 
ten lo dificultoso del procedimiento y algunas otras caracteristicas 
especiales que hacen a la auditoría lo que hicieron que las cosas se 
tuvieran que procesar de esta manera. Aquí no hay más intención que 
aportar al audítado la posibilidad de conocer los momentos en que el 
Tribunal funda su posición, las razones y el porqué de la misma. 
Señalamos que son nuestros auditores abogados -personal especializado 
en el temas los que detectaron distintos apartamientos a normas 
legales en las erogaciones que se hacian por concepto de subsíidio- en 
el proceso de auditoría. €s en esa instancia procesal, que se hície- 
ron esas constataciones que figuran en el informe. Sin embargos 
también queda claro que el Tribunal tuvo que tomarse su tiempo para 
evaluar», analizar y tomar posición al respecto. Si no hubiéramos 
incluido esas precisiones respecto al momento en que el Tribunal toma 
posición -tal como sugirieron los dos funcionarios- entendemos que 
quizás el administrador tenia todo el derecho de pensar que el 
Tribunal estaba cambiando de críterio. Debo aclarar que nosotros no 
cambiamos de criterioz el Tribunal hizo lo que debió hacer opor tuna- 
mente en cada caso. El procedimiento era complejo y las intervencio- 
nes previas se sucedieron en su oportunidad de acuerdo con lo que 
corresponde intervenir, en armonía con lo que la intervención previa 
supone; luego vino la intervención del gasto y sebhizo en forma 
adecuada pero, debido a trabajos de auditoria, y a posteriori, ésta 
detectó algunos apartamientos de las disposiciones legales, lo cual 
sugirió en su informe e hizo constar. 


Quisiera que quedara bien en claro que el procedimiento empleado 
por el Tribunal es el que lleva a la forma de presentación y a esos 
eupriestes anacronismos y que de alguna manera fueron producto de la 
iaictustón de toda la iuformación necesaria Dara la mejor interpreta- 
ción del informe del Tribunal, 
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- Deseo hacer referencia a los considerandos de nuestra resolución: 
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"Considerando: 1) "que no «es cierto que el informe de Auditoría 
aprobado por el Tribunal el 31 de marzo de 1993 apoye sus conclusio- 
nes en resoluciones tomadas el 27 de enero de 1993 y 3 de febrero de 
1993. La realidad es precisamente la inversa, ya que dichas resolu- 
ciones fueron dictadas como consecuencia de las  constataciones 
efectuadas en el proceso de auditoría, lo que se desprende de los 
Resultandos 8 y 93" -esto es precisamente lo que acabo de explicar". 
"2) que tampoco es cierto que estas Resoluciones sean posteriores en 
dos meses a la fecha del informe mismo'. En efecto: 2.1- Primero, la 
fecha del informe de auditoría. es el 31 de marzo de 1993, que es la 
fecha en que el mismo fue aprobado por el Tribunal de Cuentas, por lo 
tanto las resoluciones citadas son anteriores a dicha fecha; 2.2- 
Segundo» su inclusión en el texto del informe definitivo, fue proyec- 
tada y propuesta por los mismos técnicos actuantes y firmantes del 
informe original de fecha 11.12.92 (Resultando 10) y el texto aproba- 
do por el Tribunal el 31 de marzo de 1993, se integró con el mencio- 
nado informe de fecha 11 de diciembre de 1992, más las modificaciones 
propuestas el 29 de marzo de 1993 y aprobadas por el Organismoz 2.3- 
Por último debe expresarse, que todo ello, cuenta con respaldo 
documental en las correspondientes carpetas del Tribunal donde se 
registran todas las actuaciones de los auditores intervinientes y así 
surge del propio texto del numeral 4.3.1 citadoz 3) que el procesa- 
miento, evaluación e incorporación de la totalidad de la información 
obtenida hasta la (instancia en que el Cuerpo emite su dictamen, se 
ajustó a normas de Auditoria generalmente aceptadas, cuya aplicación 
permite la más cabal instrucción del órgano requirente respecto a las 
interrogantes planteadas; 4) que también carece de fundamento la 
temeraria afirmación de que existiría una incoherencia incómpatible 
con la autenticidad del documento. En efecto, el hecho de que el 
Informe de Auditoría remitido a la Junta en el que se incluyó la 
mención aludida en el Resultando 9 fuera impreso conservando la fecha 
del 11 de diciembre de 1992, y que además se le adjuntara la hoja de 
un trámite interno, carece absolutamente de relevancia. 


Ello no alteró el informe, ní constituyó ninguna incoherencia y 
para nada tiene relación con la autenticidad del documento, la que 
deriva, necesariamente, tanto del proceso documentado de su elabora- 
ción como de su aprobación por quien tenía competencia para hacerlo"; 
*"35) que la imputación de que existirían ¡indicios de modificación 
intempestiva del informe aprobado' no tiene fundamento (Considerando 
42 de la Resolución de la Junta). En efecto, la actuación de audi to- 
ría es única y culminó con la aprobación del informe por el Tribunal 
el 21 de marzo de 1993, el que procesó la información recabada por 
sus técnicos, emitiendo en definitiva la voluntad que al organo 
Constitucional compete. En particular corresponde señalar que: 3,.1- 
La inclusión en el ¿írdice del título “LIMITACIONES" y no en el texto 
definitivamente  anrobado, ohedece asmue ¡as mismas existían en 
oportunidad del informe de fecha ¡1 de agosto mencionado en el 
Resultando 7 (7.2), Al efectuarse ajustes de redacción y eliminarse 
el subrapitulo 2.2 por haberse recibido la información (7,4%, no se 
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adecuó totalmente el Indice a las modificaciones realizadas, - lo que 
carece de trascendencia y no es indicio de nadas 35.2 - En lo relativo 
a la numeración incongruente del párrafo "4" en la página 33 cabe 
señalar que la misma no lo es. Dicho párrafo 4 continúa los párrafos 
1, 2 y 2 de la página 34, con la única diferencia de que en este caso 
se cambia el guión por un paréntesis y se utiliza sangría. Su inclu- 
sión obedece a las circunstancias reseñadas en el Resultando 9 y fue 
propuesta por los mismos auditores firmantes del informe de fecha 11 
de diciembre de 1992, en su informe de fecha 29 de marzo de 19933 3.3 
Respecto al hecho de que el informe no luzca firma alguna corresponde 
señalar que esto es lo habitual en este tipo de actuaciones, dado que 
para nada interesa la autoría del mismo en cuanto a su concreción 
real. Es claro que son los técnicos quienes informan y proyectan 
resoluciones, y es claro asimismo, que la constancia de sus firmas es 
irrelevante para el Organismo destinatario, desde el momento en que 
el Tribunal es quien, con la firma de su Presidente y su Secretario, 
de autenticidad y fecha cierta al documento por el cual se remite el 
informe. Desconocer esta circunstancia, como lo hace la Junta, es 
pretender dictarle normas de conducta a este Cuerpo sobre el modo o 
la forma en que deben materializarse sus actuaciones, lo que consti -—- 

tuye un claro y evidente atentado contra su autonomía funcional 
consagrada por el artículo 210 de la Constitución de la República". 


SEROR AGUIRRE.- Con respecto a las firmas -sobre las que se llama la 
atención en los comunicados de la Junta considerando el hecho como 
algo grave-» debemos decir que en forma alguna puede desconocer este 
aspecto, porque dos meses antes la Junta había recibido el informe de 
Auditoría del Tribunal de Cuentas sobre el problema de Hoteles y 
Casinos, que era exactamente igual. Se trata de un oficio del Tribu- 
nal de Cuentas en donde se establece que se aprobó el informe que se 
remite -está hecho en un PC- y no tiene la firmajz obviamente, tiene 
el nombre de los autores, porque al editarlo por PC volvió a ssaliryg 
tiene una constancia ¡idéntica a laque tuvo el informe sobre el 
subsidio, de la Directora de la División de Auditoria, que dice que 
lo eleva al Tribunal, y después tiene la firma del Secretario con su 
sello. Sesenta días antes de la elaboración de este informe -sobre el 
que se arma un escándalo, porque se supone que no están las firmas- 
se recibió el otro informe en las mismas condiciones y amnmadie le 
llamó la atención. Aclaro que esa es la forma habitual en la que se 
realizan los informes. 


SEÑOR  SMERALDI.- En el punto 6) de la Resolución se establece: "que 
por lo tanto no existió en el documento remitido flagrancia de 
irregularidad de ningún tipo (Resultando 2.(2,5)), resultando inadmi- 
sibles. los motivos alegados para no tratar las cuestiones de fondo 
incluidas en el, informe; 7) que la circunstancia de que la Junta 
Departamental haya omitido considerar el contenido del informe y que 
de su Resolución no surja qué lo haya comunicado a la Intendencia 


Municipal, bace nresumir que basta el presente el titular del Ejecu- 
tivo Comunal carece de conocimiento oficial respecto a las constata- 
ciones de-Tvadas de la actuación de (uiditoria realizada. 
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: Ello amerita que este Cuerpo en ejercicio de los deberes y 
atribuciones conferidos por el artículo 211 literales C y E de la 
Constitución de la República, y artículo 123 del Texto Ordenado de 
Cortabilidad y Administración Financiera (TOCAF) entienda pertinente 
comunicar al Intendente Municipal las resultancias de la Auditoría 
practicada"; 8) "que los hechos y consideraciones expuestos en el 
Resultando 7 y Considerandos Y y 3, evidencian que la actuación del 
Tribunal de Cuentas se ajustó a las técnicas y procedimientos habi- 
tuales de Autoría de los que la Junta Departamental revela un total 
desconocimiento"; 39) "que por lo expresado en los Considerandos 
precedentes, el proceder de la Junta Departamental resulta infundado 
e injurioso, pudiendo conllevar además a la omisión del ejercicio de 
sus atribuciones de contralor en el Gobierno Departamental, en lo 
referente a cuestiones de la Hacienda Pública y de la Administración 
Municipal, que le comete el artículo 273 de la Constitución y cuya 
vigilancia compete a este Cuerpo (artículo 228)"; 10) “que dicho 
proceder ¡implica asimismo un desconocimiento de las atribuciones 
consti tucionalmente conferidas a este Cuerpo, al que conforme a slo 
estatuido por nuestra Carta Magna compete la función de contralor de 
toda la Hacienda Pública (artículo 228), así como intervenir en todo 
lo relativo a la gestión financiera de los Organos del Estado, 
Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos, y denunciar, ante quien corresponda, todas las irregularidades 
en el manejo de fondos públicos e infracciones a las leyes de presu- 
puesto y contabilidad' (artículo 211, literal E), siendo responsable 
por el fiel y exacto cumplimiento de sus funciones ante la Asamblea 
General (artículo 209)"; 11) "que de generalizarse la actitud asumida 
por la Junta, extendiéndose su erróneo criterio a otros órganos del 
Estado, sujetos también al contralor de este Tribunal, se desvirtua- 
ría el sistema institucional establecido en la Constitución de la 
República, mediante la paralización o bloqueo de la gestión de 
_ control que compete a este Cuerpo". 


Por último se establece: "Atento: a lo precedentemente expuestoj 
el Tribunal acuerda: "12) Ratificar en todos sus términos su Resolu- 
ción de fecha 31 de marzo de 1993 que fuera emitida en ejercicio de 
sus competencias constitucionales, a solicitud de la Junta Departa- 
mental de Montevideo; 22) Rechazar la Resolución de la Junta Depar ta- 
mental por los motivos expuestos en los Considerandos precedentes; 3) 
Elevar la presente Resolución a la Asamblea General, de conformidad 
con lo establecido en el Considerando 10; 4) Remitir el informe 
aprobado con fecha 31 de marzo de 1993 al Intendente Municipal de 
Montevideo en función de lo expuesto en el Considerando 7z3 5) Comuni - 
car esta Resolución a.la Junta Departamental de Montevideo". 


Con respecto a esta Resolución del Tribunal de fecha 28 de mayo 
de 1993, quisiera señalar que no hemos recibido ninguna respuesta de 
la Junta Departamental ni de la Intendencia ya pesar de que, a 
nuestro entender, ella despeja todas las dudas respecto a la autenti- 
cidad del decumento originalmente cuestionado por la Junta Departa- 
rental de Montevideo, no hemos tenido ronacimiento de cue al dia de 
bey hava sido objeto de corsideración, 


Es “cuanto queria manifestar. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Mi pregunta está vinculada estrictamente a la nota A 


que la Junta Departamental remitió, a la Asamblea General. En el 
segundo de los considerandos de dicha nota -que ha sido analizado por 
los miembros del Tribunal de Cuentas- se establece que hay allí una 
incoherencia incompatible con la autenticidad del documento. Este es 
el punto de partida para En la. Asamblea General haya tomado atribu- 
ciones en este tema. . i 


Mi duda no tiene que ver tanto con la manera en que se procesó 
internamente la auditoría -hecho que los miembros del Tribunal de 
Cuentas han explicado-, sino con la circunstancia de que, (si no 


entendí mal, después del 11 de diciembre de 1992 se realizó una. 


corrección en dos páginas del documento el 31 de marzo de 1993, y 
posteriormente esto fue aprobado. Partimos de la hipótesis de que, 
efectivamente, hubo un informes inicial que, si mal no recuerdo, se 
confeccionáó en agosto. Posteriormente, el 11 de diciembre se amplía, 
se corrige o se aclara ese informe y se eleva el 14 de diciembre para 
la aprobación del Tribunal de Cuentas. Según explicaron los señores 


Ministros, creo que el 31 de marzo los mismos auditores -por lo. 


menos» dos de ellos- "hicieron una aclaración o agregado, en dos 
páginas, de ese informe. Aún suponiendo que eso haya sido exactamente 
asi, mi cuestionamiento radica en la resolución que el Tribunal toma 
el 31 de marzo de 1993. Naturalmente, nos manejamos con fotocopias, 
pero partimos de la base de que son copias textuales. 


En esa resolución, el Tribunal de Cuentas dice a la Junta Depar- 
tamental que le remite copia autenticada del informe de auditoría. 
Pero en la remisión de dicha copia hay un elemento material que no es 
real; esto lo considero indiscutible. No digo que se haya hecho con 
mala intención, sino que el remitido a la Junta Departamental no es 
el documento auténtico de la auditoría, porque la fecha es distinta. 
No obstante, el Tribunal de Cuentas pudo haber tenido sus razones 
para que esa fecha se haya mantenido. Pero en la comunicación que 
hace a la Junta Departamental aparece dos veces la afirmación de que 
se remite copia autenticada. 


En el documento que acaba de leer el señor Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas se dice que se ratifica la resolución mencionada. Creo 
que en dicha resolución se debería haber modificado la fecha o», de lo 
contrario, tendría que haberse establecido que se remitía copia 
autenticada de la auditoría con ampliaciones o agregados en tal y 
cual página. Pero hay una afirmación formalmente inexacta, ya que el 
documento que se remitió no es copia auténtica de la auditoría; digo 
que hay un elemento distinto, que es la fechas, que correspondía al 
grueso del informe pero no a la totalidad. 


Reitero que no digo que se haya hecho con mala intención. Formu- 
lamos preguntas a los miembros de la Junta Departamental para ver qué 
consecuencias podrían acarrear los agregados o ampliaciones hechos 
con posterioridad al 11 de diciembre. 


Si mal ro recuerdo, en la última resolución de mayo del Tribunal 


de Pyentas. se ratifica ruevamerte anuella resolución y dice: "remi- 
ta6e :onia autenticada del misro". Sin embargo, me pareció que, en la 
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“notificación al señor Intendente, el asñor Presidente del Tribunal de a 


Cuentas aclaraba que la resolución corresponde al 31 de marzo. 

Sin perjuicio de todas las razones por las cuales puede ocurrir 
en cualquier organismo que a un inforae que ha tenido modificaciones 
se le identifique internamente "como de determinada fecha, quisiera 
saber si al comunicar esto a la Junta Departamental se advirtió o no 
que» aun cuando se habían hecho modificaciones, se estaba diciendo 
que el documento con fecha 11 de diciembre era auténtico. ¿Se envió 


sin advertir que se remitía como auténtico un documento que tenía 


modificaciores? 


SEÑOR SMERALDI.- Sin perjuicio de que sea el señor Ministro Aguirre 


quien puntualmente conteste la pregunta del señor Legislador Korze- 


niak, quisiera referirme a la expresión "mala intención" que él 
mare jó dos a tres veces. : l 


En ese sentido, A su posición en cuanto estima que no hay 
mala intención del Tribunal de Cuentas,- y ello fundamentalmente 


porque el organismo tiene procedimientos objetivos para el procesa- 


miento de sus dictámenes que, de alguna manera, inmhabilitan el 
ejercicio de la mala intención por parte de quienes componemos el 
Cuerpo. A tal punto son imhibitorios que, de optarse por caminos de 
esa naturaleza, el deterioro a que someteríamos al organismo sería 
incalificable. 


Trabajamos sobre un promedio de ciento cuarenta resoluciones 
semanales en las que debe haber uniformidad de criterios y una 
opinión técnica independiente que no podemos torcer para un caso 
particular. 


Entonces, acepto la expresión de que no hay mala intención porque 
creo que el señor Legislador es capaz de darse cuenta de que es 
imposible que la haya en un dictamen de este tipo. 


SEÑOR AGUIRRE.- Creí que habia sido claro en mi exposición, pero 
quizá convenga que repita algunos conceptos. 


Hay un informe de fecha 11 de diciembre firmado por un abogado y 
un contador y una nota que se eleva al Tribunal de Cuentas el 28 de 
marzO0» firmada por los mismos profesionales, en la que se dice que de 
acuerdo con los hechos supervinientes, hay que hacer un agregado en 
la página 17 y otro en la página 34, En el expediente consta una nota 
manuscrita del Secretario del Tribunal en la que afirma que con esta 
fecha el organismo aprueba las modificaciones y textos que anteceden 
y se insertan en el ¿informe definitivo de la auditoría. Esta  inser- 
ción se hace por medio de un PC y se utilizó un criterio notarial que 
no cambió nada más que lo que habían propuesto los auditores y 
aprobado el Tribunal. 


Hecha la corrección dan el comando de impresión al PC, o sea, el 
irerecador de textos, sale el ejempiar y se agrega al expediente. Ese 
es el informe definitivo. Ni siquiera hacen fotocopia; vuelven a dar 
el comando de ¡impresión y sale del PC otro ejemplar absolutamente 
idéntico al agregado en el expediente. Luego le ponen "copia fiel" y 
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lo remiten a la Junta aras Qui zás «e le pudo. haber eabiado E o : 


la fecha. El hecho de que el secretario agregara “copia fiel" repre- 
senta tan sálo un criterio notarial3z no hizo más alteraciones que las 


que estrictamente se le había ordenado hacer, o sea, las propuestas 
por los auditores y aceptadas por el. Tribunal de Cuentas. Si vamos a 


presumir buena fe, yo también presumo buena fe en cuanto a que a la 
Junta Departamental le haya llamado la atención la fecha; sin embar- 


g0» son dudas que se arreglan con una llamada de teléfono y no con 


una denuncia penal dinceramente, lo que hizo la Junta es una, barba- 
vidad; ésta es mi asii personal. ' 


SEÑORA PINTOS.- Tengo en mis manos el informe que presentaron. los 


técnicos, de fecha 3 de febrero, que dice exactamente que propone 


agregar al informe de la auditoría esa aclaración con respecto a 
mayores costos expresado en el anexo 4 agregándose la resolución del 
3 de febrero de 1993 citada. Con esto quiero dejar constancia de que 
el informe de áuditoria que remitid el Tribunal de Cuentas a la Junta 
Departamental, está documentado con los anexos que se adjuntaron; y 
esto es-una prueba más de que así fue. Inclusive, si quieren agregar- 
lo al resto del material, tengo la nota firmada por el Secretario 
Genéral al piede la misma que -dice -tal como lo leyera el señor 
Ministro Aguirre- que el Tribunal de Cuentas aprueba las modificacio- 
nes. Su fecha es de 29 de marzo de 1993, o sea, dos días antes, que 
era lo que faltaba para un mejor esclarecimiento del tema en benefi- 

cio del organismo requirente del problema. Además, está agregado con 
Una pequeña nota que detalla el asunto, el número de carpeta, la 
página y firma de los audi tores. 


SESOR SMERALDI.- Me gustaría que se hiciera llegar al señor Senador 
Korzeniak la copia de lo que acaba de decir la señora Ministro 


Pintos. 


SEÑOR PRESIDENTE .- La Mesa ha sido advertida por varios integrantes 
de la Comisión que se ha procedido a una distribución parcial de 
antecedentes. Quiere decir que algunos Legisladores hemos recibido 
antecedentes y otros no. Esto fue lo que ocurrió, entre otros, a mi 
distinguido amigo, el señor Diputado Diaz Maynard. Por lo tanto, la 
Mesa se permite comunicar a los señores Legisladores que no autoriza- 
rá el repartido de ningún documento que no se realice bajo la respon- 
sabilidad de la Comisión o de la Mesa, a los efectos de disponer la 
justa distribución de los antecedentes y determinar su origen. 


SEÑOR CADENAS BOIX.- En primer lugar, deseo plantear una pregunta 
reiterando una que hice cuando nos visitaran los representantes de la 
Junta Electoral. Quisiera saber si entre la fecha en que el Tribunal 
de Cuentas envió el informe a la Junta y ésta realizó la denuncia 
penal, hubo algún contacto entre ambos organismos a través de nota o 
liamada telefonica pidiendo aclaracion sobre la incongruencia que da 
cuenta la Tinta Departamental en dicha denuncia, 
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EN luna a foreulo una solicitud, 


efectos de realizar un mejor estudio y para contar con un liusento 


más de convicción, me -GURRAr ES tener SCccoso a ese. ia sobre 


cRinaR: y hoteles. 


SESOR KORZENTAK.- Se trata de una pregunta que no había sido respon- ' 


dida porque la discusión se centrá en el tema de la fecha de diciem- 
bre. : 3 . 
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documental más al material de la Comisión, había preguntado si en la 


última comunicación enviada a la Intendencia -ya no a la Junta 


-Departamental- existe alguna frase que corrija ese laconismo. En la 


lectura realizada creo haber escuchado que la auditoría terminó Q5s8e 


aproba el*31 de marzo, cosa que acá no figura. 


SEÑOR AGUIRRE.- La comunicación que se hace a la Intendencia, luego 
de la resolución del 28 de mayo» obviamente se acompaña con dicha 


resolución. Es allí donde se explica la presunta incongruencia y se 


aclara el problema. 


SEÑOR MUNIZ DURAND.- Puede ser que ahi esté el oficio que se envía al 


Intendente. Pero lo manifestado por el señor Ministro Aguirre «es lo 
que el Tribunal de Cuentas establece en el cuarto acuerdo, 0 sea, 


remitir el informe aprobado el 31 de marzo de 1993 al señor Intenden- 
te Municipal de Montevideo en función de lo expuesto en el séptimo 
considerando. Esto está dicho en la larga resolución de 28 de mayo de 
1993. A los efectos informativos, en relación con lo expresado por 
el señor Presidente de la Comisión acerca de que algunos Legisladores 
habían recibido los antecedentes y otros no, quiero recordar que en 
el tercer numeral se determina elevar la presente resolución a la 
Asamblea General, de conformidad con lo establecido enel décimo 
considerando. Se ve que aquí), con todo el fárrago de papeles, los 
antecedentes no ¿ilegaron a todos los Legisladores. 


SEÑOR SMERALDI.- En cuanto a la pregunta formulada por el señor 
Senador Cadenas Boix referida a si hubo algún contacto, aun informal, 
entre miembros de la Junta Departamental y el Tribunal de Cuentas, 
durante el período en que la Junta considera la resolución del 
Tribunal y luego se envian los antecedentes a la Asamblea ya la 
Túusticia Penal. contesto enfáticamente que no. 
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EL señor Mntasro 
Aguirre hizo una aclaración en eu exposición «¿on fFespecto ale > 
existencia de un :inforwe sobre casinos y hoteles donde; se habria 
verificado la no inclusión de firmas, al igual que ocurrió con. este .. 
informe por parte de los auditores, y que habria: sido entregado, a la 
Intendencia o ala Junta Departamental .-no. recuerda bien a cuál. : 
orgániseo- sesenta dias antes de este episodio. Par lo tanto, : a les 


A los efectos de aclarar el punks o bien para agregar un elemento - 


"dl 
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: Voy a aprovechar esta pregunta para decir que desde el punto de 
vista procesal: nos encontramos sorprendidos, porque el Tribunal, en 
su función de control, trata de colaborar en lo posible con mel 
administrador y no sólo en es caso de la Intendencia pra, de 
did ad iia — 


La Junta es.consciente de ello, porque con fecha 16 de oétubre de 
1991, cuando tratamos nada más ni nada menos que la modificación 
presupuestal del Ejercicio 1992 de la Intendencia, se produjo un 
fenómeno por el que la Junta ¡invadió el espacio de tiempo que la 
Constitución asigna al Tribunal de Cuentas para dictaminar. Sin 
embargo, el : Tribunal no dejó sin modificación presupuestal a la 
Intendencia Municipal de Montevideo. 


En esa oportunidad» se manifestó que el envío de estas actuacio- 
nes en la fecha en que se hizo significaba que el Tribunal necesaria- 
mente debía expedirse en un plazo menor al que le otorga la Consti tu- 


_ Ccián de:«la República, para evitar que la Intendencia se viera privada 


de la modificación presupuestal elevada. Por lo expuesto precedente- 
mente, la gestión de control que la CEonstitución confiere a este 
Cuerpo» se vio dificultada, no pudiéndose -por razones temporales- 
solicitar informaciones complementarias o.aclaraciones útiles para el 
dictamen pertinente, 


Debo agregar que en el tiempo que dispuso, el Tribunal procedió a 


Vactuar y dictaminó; es decir que la Intendencia no se quedó sin 


presupuesto. 


Por lo tanto, en respuesta a la pregunta formulada por el señor 
Senador» debo decir que, para sorpresa personal, la : Junta no tomó 
contacto con el Tribunal de Cuentas. 


A la brevedad posible haremos llegar a 1 Co sión una copia del 
dictamen. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO.- Según lo expresado por el señor Presidente del 
Tribunal de Cuentas y por el docton Aguirre, dos meses antes de la 
concreción de los informes que ameritan la actuación de esta Comi - 
sión, fue elevado un informe de naturaleza similar, con una especie 
de arquitectura idéntica en la faz formal, a la de la documentación 
que motiva estas actuaciones. Inclusive, escuché -me gustaría ser 
corregido si me equivoco- que es la forma habi tual en que se realizan 
dichos informes. 


Al respecto, voy a formular dos interrogantes. En primer lugar» 
si consta alguna noticia en el Tribunal de Cuentas de que la Junta 
Departamental hubiese comunicado su inquietud, su observación -o 
algún otro modo de expedirse-, sobre las supuestas informalidades que 
también estarían presentes en el informe sobre Hoteles y Casinos. 
Además, si hubo o no referencia a alguna otra informalidad, aceptando 
el supuesto -lógicamente, no puedo hacer otra cosa- de que el informe 


soltre botelos y casinos es poseedor de la mísma estructura formal que 
amerita, en alguros factores. la denuncia penal de la Junta Departa- 
mental. 
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En segundo término, en virtud de que no se 'encuentran presentes . 


miembros: de la Junta Departamental solicito que la Presidencia tenga 
dá (bien cursar a ese organismo, la pregunta que voy a foraular. De 
acuerdo con los antecedentes que van a quedar registrado en la 
versión taquigráfica de esta sesión, desearía saber si mereció -y hay 
documentación que ilustre al respecto- algún tipo de observación qué 
haya quedado registrada internamente en la Junta Departamental -es 
decir, que no se haya comunicado al  Tríbunal de Cuentas-, sobre 
supuestas informalidades, Ao. a las que motivan la denuncia 
penal sobre hoteles y casinos. cu 
Vas 

Creo que he sido claro; de. lo contrarios, me ofrezco para especi- 
ficar las dos interrogantes, una de las cuales está A a los 


miembros sida Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL .- tó, no esperábamos ' 


que se planteara en esta «oportunidad el problema de la auditoría de 
Hoteles y Casinos. No obstante, haciendo memoria debo decir qué la 
realización de esta auditoría se generó en el mes de agosto y que se 
llevá a cabo en formá simultánea con la otra, Inclusive, si alguien 
me hubiera preguntado si podíamos realizar esa tarea, le hubiera 
contestado que 'era imposible que efectuáramos las dos a la vez, 
debido a la cantidad de trabajo que ambas insumían y al resto de las 
funciones que debe cumplir el organismo. Por lo tanto, quiero dejar 
constancia de la eficacia:y dedicación de nuestros funcionarios, que 
lograron llevar a cabo las dos auditorías,.que eran muy complejas, 
con mucha documentación que examinar y diligencias que realizar. 


«Por lo que recuerdo, el informe se aprobó el 29 de enero, fecha 
en la que se elevó la nota y, concretamente, contestando la pregunta 
efectuada respecto a si sabemos algo acerca: de qué pasó después, ésta 
no volvió al Tribunal. Es más, no hay actuaciones posteriores. 


SEÑOR KORZENIAK.- Se ha preguntado si la Junta elevó alguna nota de 
protesta en un documento análogo a éste. Entonces, quisiera saber si, 
en el caso de hoteles y casinos, al dar cuenta del resultado de la 
auditoría, el Tríbunal acompañó una nota en la que constara que se 
aprobaba un informe de auditoría con una fecha que, en definitiva, no 
era exactamente la final. Asimismo, pregunto si esa circunstancia era 
análoga a este caso, que es el tema básico, por lo menos desde el 
punto de vista documental. : 


SEROR PUJOL.- A «fin de satisfacer la inquietud del señor Senador 
Korzeniak entrego a la Mesa una copia del informe referido, para que 
la haga llegar a todos los señores Legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


SESOR  —AMORÍN SUPPARO.- Como he sido aludido en la exposición del 
señor Senador Korzeniak, ratifico el modo en que he formulado mi 
pregunta, 

He escuchado decir a los miembros del Tribunal de Cuentas que en 
el informe sobre hoteles y casinos hay elementos formales similares a 
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uno de Jos. sañalados en el inforas . de la ' auditoría del _tema del de 
boleto» a sabers la omisión de las firmas. 0 Ñ 


Exclusivamente me he referido a ese elenento y mo al que puede E: 
_ser motivo. de otra interrogante, como la que ha formulado el señor 5 
Legislador Korzeniak.. “ 


—SEROR POLLIN.- Quiero dejar una ad me parece Larriba 


En reiteradas oportunidades, se ha hecho cuestión sobre el hecho 

de que el Tribunal hubiera intervenido diversas partidas sin haber 

hecho observaciones, hasta que finalmente se produjo la conclusión a js 
la que llegó el Tribunal en el mes de febrero. Además, del documento A 
“aque ha dado lectura el señor Ministro Muniz Durand, revela la E 
preocupación del Tribunal en cuanto a la solicitud de ¡información a 

la Intendencia Municipal de Montevideo; luego recibimos la contesta- 

ción de que puntualmente se seguia la adjudicación de las partidas. 

Deseo agregar que en esta otra contestación de dieciséis páginas, a 

un pélido.de informes formulado por el Tribunal de Cuentas a la 

- Intendencia Municipal de Montevideo, no se da respuesta ncreta a 
algunos de los .planteamientos realizados. De manera tal, e. cuando 

se envía esta respuesta se informa que se pone una documentación de 

la Intendencia Municipal de Montevideo a disposición del Tribunal de 
Cuentas. Es decir que, con razón, se presumia que la información que 

no contenía esa contestación el Tribunal de Cuentas podría obtenerla 

en la documentación, que la Intendencia Municipal de Montevideo ponía 

a su dispasición. 


Me quería referir a este aspecto porque, efectivamente, es verdad 
que la Intendencia flunicipal de Montevideo puso a nuestra disposición 
una profusa documentación, en una habitación especialmente acondicio- 
nada -hasta con baño privado- al lado del escritorio del señor Rossi 
y dos funcionarios que actuaríian asesorando y respondiendo las 
preguntas que pudría realizar el Tribunal de Cuentas. 


Es conveniente poner en conocimiento de los señores Legisladores” 
que el Tribunal de Cuentas designó un equipo integrado por trés 
contadores y dos abogados que durante cuatro meses analizaron coti- 
dianamente la documentación que estaba a su disposición. Si no 
hubiera sido por esa razón y por las preguntas complementarias 
realizadas», el Tribunal de Cuentas no hubiera podido acceder al 
conocimiento pormenorizado de las partidas entregadas a las coopera- 
tivas que consistían en préstamos a las empresas, alguno de los 
cuales fueron devueltos pero otros no, como es el caso de Cooptrol, 
empresa a la que se prestó N$ 640.000.000 de los que solamente devol- 
vió N$ 20,000,000. 


Me parece que estos detalles son importantes para que se sepa con 
qué - cuidado «actuó el Tribunal de Cuentas y cuántas dificultades tuvo 
para llegar a estas conclusiones. Por ejemplo, recuerden las dificul- 
tades que relaté respecto a aquella partida de (N$%$ 5.000,000.000. 
Después de la actuación de'nuestros técnicos, que culminó a fines de 
anosto  ilega al Triltemal de Cuentas la partida para mayores costos 


4 


mes Je  ociuytre, fl respecto el Tribunal de Cuentas dices, al 


-. dando lugar a Anterpretaciones erráneas y que tiene relación con el 


Quiere yoo 
Intendencia Municipal de Mentavidaó. : 
una de. ellas, que era la condición” 
municipal. habi Mitante.. £l Tribunal "de Cuentas: - 
criterios de erogación de la partida aludida. se a y 
- del ¡Cuerpos que oportunamente. dicteminará. «1 rempécto. -M mis 

intervenir. wi gasto de esa partidá por: ARYOr an costos: de corpo tación 
ada te que debe. tenerse presente lo expresado en el EN ISArADeS sí. ES 


cotostcaha, par arta la pesplución 
comunica” ce E 


: La forma en. que ha actuado el Tribunal de: Cuentas: "ha: puesto de 
sanifimsto : 'mucha preocupación y. euatro. Cuando. “nuestros técnicos E 
enpiézan a conformar su opinión sobre-la forma én. qué se venian Ci: 
distribuyendo esas partidas, en el. mes de octubre se hace. un aviso .. 
-que pérsonalmente considero tiene el cárácter de advertencia- que: 1, > 

fue. Fecogida por la Intendencia Municipal de. Montevideo: a O 


SEÑOR RANIREZ.- " Desno referírme a un hecho. quee sa parece prove 


problema de las fechas de las auditorías. Me interesaría. aportar cono. 
información que la fecha. de las auditorías Correspónde a aquella en 
que se expide el Cuerpo habilitado para hacerlo, es decir, el Tribu-=" 
nal de Cuentas. De otra forma» no existiría ninguna seguridad juridi- 
ca con respecto al momento a partir del que está operando el acto. 


En el caso particular. que nos ocupa» tenemos informes de agosto y 
diciembre de 1992, de febrero de 1993, del 28 de marzo de 1993 que 
fue. aprobado por el Tríbunal de Cuentas el 29 de marzo de 1993, y 
después el conjunto fue aprobado el 31 de marzo. Esta última es la 
fecha de la auditoría que estamos considerando. Esto es así en todos ' 
los casos porque, de lo contrario, sería imposible establecer, en los 
distintos expedientes y carpetas que Lenir una auditoría, cuál de 

todas esas fechas es la correcta. 7 


La tds del caso es ias la fecha es dia en la cual el 
Tribunal de Cuentas, reunido formalmente en presencia de su Secreta- 
rio y de sus asesores, adopta una resolución que sin ninguna duda es E 
motivo de análisis, de revisión, de corrección, de vueltas a la | 
sección Jurídica y a Auditorías para corregir o agregar algún aspec- 
to. La fecha correcta de la auditoría es aquella en la cual el 
Tribunal de Cuentas dicta resolución al respecto, es decir» es el ' E, 
acto por el con el Cuerpo expresa su voluntad. re ho 


SEÑOR KORZENIAK .- Deseo formular una pregunta para: que no nos confun- E 
damos. Cuando el Tribunal de Cuentas analiza una gestión, sea de SA 
Oficio o ajpedido expreso de algún organismo, des una manera de 

audi tarlo en términos globales? 
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Cuando hablamos de la auditoría que realiza un grupo de técnicos 
ros estamos refiriendo a esa auditoria; la fecha a considerar no 
puede ser aquella en que el Tribunal de Cuentas la aprueba porque, de 
ser así, no tendría sentido que este organismo estableciera que . 
aprueba la auditoría. La auditoría es realizada por los técnicos y 
luego aprobado por los miembros del Tribunal de Cuentas. 


El señor Presidente y el señor Secretario del Tribunal de Cuentas 
señalaron en un documento firmado, dirigido a la Junta Departamental, 
que dicho organismo aprobaba todo lo que decía esa auditoría -por lo 
tanto, no la estaba haciendo-» agregando su fotocopia autenticada. 
Creo que hay que aclarar los conceptos. Existe una auditoría que el 
Tribunal de Cuentas compartió y aprobú. La fecha en que esa auditoría 
fue aprobada 'por el Tribunal de Cuentas es la de la resolución; en 
eso estamos todos de acuerdo. Lo que no podemos decir es que la fecha 

_ de la auditoría es aquella en que el Tribunal de Cuentas la aprobd. 
y wm 


Hay una alternativa clara: O la copia autenticada que se agregó 
no tiene sentido -se tendría que haber t scripto el resultado de la 
auditoría en la resolución-» o se entiend omo auditoría el trabajo 
interno realizado, que luego el Tribunal del Cuentas aprueba. 


Para aclarar los conceptos de todos, cr ue deberíamos ponernos 
de acuerdo con el significado que damos a las palabras. A lo mejor 
nos referimos a la auditoría como a la obra del —Tríbunal de Cuentas, 
pero también podemos pensar que es la que hicieron los funcionarios), 
que luego el organismo aprobé y compartió, tal como se establece en 
la nota. 


SESOR HKICALDONT.- Creo que hay que distinguir tres conceptos. 


En primer lugar» la fecha en que el Tribunal de Cuentas aprueba 
la tarea de sus auditores. | 


En segundo término, la fecha en que se termina la tarea de los 
- auditores, que luego será aprobada por el Tribunal de Cuentas. 


Por último -y esto no fue mencionado por el Senador Korzeniak-, 
el período considerado por la auditoría que se realizó, lo que para 
mi quedó claro en la exposición de los representantes del Tribunal de 
Cuentas. Cuando se encomienda una auditoría ésta se realiza de tal 
fecha a tal otra: ese es el período auditado. En función de los datos 
recogidos, se hace una tarea ques, naturalmente, no va a terminar el 
día de cierre del período auditado: es posterior. Es más; dichos 
_ datos pueden dar mérito « una O más actuaciones dentro del expedien- 
tes realizadas todas en fechas posteriores al período auditado. 
Luego» el jerarca del equipo que hace la auditoría la aprueba. 


Por lo tanto, la fecha de la tarea de los auditores y aquella en 
que el Tribunal de Cuentas la aprueba no es todo el tema. Vamos a 
entrar en confusión si no  teremos en cuesta aoue hay on oecíodo 


auditado que, voor definición -debe ser asíz no nuede ser de otra 
manera-, es anterior a las otras dos etapas a las cue me acabo de 
referir, 


jnh 


SEÑOR KOR2ZENIAK.- Comparto integramente las distinciones que acaba de 
hacer el señor Legislador Ricaldonit hay tres conceptos distintos que 
convendría aclarar para evitar que se piense en cosas distintas al 
hablar de la auditoría. Personalmente no tengo inconveniente en 
ponernos de acuerdo y tomar al Tribunal de Cuentas globalmente como. 
el órgano auditor, pero ese tema es diferente al planteado en una 
nota de ese organismos donde se señala que se agrega una auditoría 
que comparte. Cuando el Tribunal de Cuentas envía una nota a la Junta 

Departamental señalando que comparte la auditoría, está teniendo en 
cuenta el concepto que señalaba en segundo lugar el señor Legislador 
Ricaldoni. . E 


SEÑOR RAMIREZ2.- Para aclarar un poco más este punto, creo que conven- 
dría tomar en consideración lo siguiente. El Tribunal de Cuentas como 
érgano es, en sí mismo», auditor. Esto se podría apreciar claramente 
sí se presenciara una sesión de este Cuerpo, donde se considera 
cualquiera de estos asuntos. Son elevados los informes de Jurídica y 
de Auditoría respecto de un mismo asunto, pero es el Tribunal de 
Cuentas el que discute el punto, el que decide devolverlo o reconsí- 
derarlo. Por lo tanto, el Tribunal. de Cuentas no es un órgano pasivo 
que manda hacer una auditoría y cuando se elevan sus resultados da el 
visto bueno. El Tribunal de Cuentas actúa, participa; sus miembros 
dan su opinión. Por definición, el Tribunal de Cuentas es un órgano 
auditor, que tiene cuerpos asesores que hacen parte del trabajo; 
otras tareas son tan comunes que ni siquiera necesitan ese aseso- 
ramiento. a 


En esencia, el Tribunal de Cuentas es un cuerpo auditor. Eso me 
permite sostener que el dictamen final, la fecha del resultado de la 
auditoría es aquella en que el organismo la aprueba y resuelve 
adoptar determinado criterio con respecto al tema planteado. 


SEÑOR DIAZ CHAVES.- Luego de las aclaraciones realizadas diría lo 


Tu _r siguiente. Si la fecha válida es la final, cuando el Tribunal de 


Cuentas -cuerpo auditor- aprueba el documento que eleva al organismo 
auditado, entonces tendría que haber cambiado la fecha: poner la 
fecha correcta y no mantener una de las iniciales de todo este 
proceso de auditoría realizado por los técnicos -incluyendo las 
correcciones que los propios técnicos sugirieron- que terminó siendo 
aprobado por el Tribunal de Cuentas. Pero ese tema estará presente en 
la consideración que hagamos en el seno de esta Comisión a efectos de 
asesorar a la Asamblea General. 


He escuchado con mucha atención y respeto las muy largas exposi- 
ciones que han sido efectuadas por los miembros del Tribunal de 
Cuentas. Personalmente quería plantear una serie de interrogantes, 
pero luego de escuchar los informes, deseo confrontar esas preguntas 
con las manifestaciones de los señores Ministros para ver cuáles voy 


a mantener. Ahora no estoy en condiciones -como comprenderán, no 
marejo poste matorta de la misma forma que los señores Ministros o que 
octros tegistadores más evezados en auditorias de efectuar esas 


preguntas, Seguramente en otra oportunidad, no sé si en forma escrita 
o citando comparezcan ruevamente los miembros del Tribunal de Cuentas, 
arte formular varias preguntas. 


inh 
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Por: lealtad institucional quiero advertir a los señores Ministros 
que voy a decantar las interrogantes que en esta sesión no estoy en 
condiciones objetivas de formular. Señalo esto para que ,no se sor- 
prendan si enun futuro próximo enviamos al Tribunal (de Cuentas 
"preguntas o dudas que mantengamos luego de las exposiciones realiza- : 
das. gn 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin ánimo de coartar a los señores miembros del 
Tribunal de Cuentas, la Mesa deja constancia de que el señor Legíisla- 
dor Korzeniak ha comunicado que está obligado a retirarse. 


Según lo expresado por el señor Legíslador Díaz Chaves, sería 
prudente que en un plazo bastante díscreto decantáramos todas las 
explicaciones escuchadas ' y concurriera nuevamente el Tríbunal. 
Pensamos que la comunicación directa es mucho más rápida que la 
escrita, pero la Comisión decidirá. 


SEÑOR  RICALDONI.- A esta altura de la jornada» pienso que tendríamos 
que hacer una pausa, No sé qué ocurre con los señores Diputados, pero 
los Senadores tenemos una tarde muy intensa, que arranca dentro de 
meros de dos horas. ' 


Hemos escuchado un ¡informe muy amplio y detallado del Tribunal. 
Coincidimos con el señor Legislador Díaz Chaves en cuanto a que todo 
esto hace necesario leer la versión taquigráfica de la sesión y los 
documentos que se habrán de agregar es inclusive, en algunos casos 
hasta recabar los asesoramientos personales que a cada uno le parezca 
que corresponden. 


La concurrencia o no del Tribunal de Cuentas dependerá de una 
decisión de la Comisión en su momento, porque por vía de hipótesis 
puede ocurrir que aun discrepando entre todos los miembros de la 
Comisión lleguemos a' la conclusión de que es innecesaria una nueva 
visita del Tribunal o de la Junta Departamental de Montevideo. 


Entiendo deberemos resolver que este asunto sobre la marcha. Mi 
propuesta concreta, sin que deba tomarse como una descortesía para 
con los señores Ministros del Tribunal de Cuentas, es que se levante 
la sesián y se fije la fecha de la próxima reunión de la Comisión a 
los efectos de ¡intercambiar ideas y ver cuáles son las líneas de 
pensamiento a través de las cuales nos vamos orientando. Desearia que 
esta decisión se tomara por unanimidad, pero no tiene nada de malo 
que haya matices o inclusive discrepancias de fondo. De esa delibera- 
ción resultará la conveniencia o no de la convocatoria al Tribunal de 
Cuentas, a la Junta Departamental de Montevideo o a ambos. 


Dejo librada la propuesta de fecha y hora al señor Presidente. 


SEROR PRESIDENTE.- Me siento muy honrado con el ofrecimiento, pero 
prefiero que sea la Comisión la que decida en ese aspecto, 
EEDA GARTHOU 


¿car porqué e permanecido en silencio. 


Sulero expli 


Comparto plenamente el plantes del señor Legislador Diaz Chaves, en 


gun 
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el sentido de que el aporte de información ha sido tranceniente. 


Inclusive» - ey documentaciones que habrá que compulsar. -* 


Por los, mismos fundamentod que: el señor Legislador Díaz Chaves pan 


reservo la oportunidad de considerar todo eso material para reelabo- ¿ EE: 


rar los Juicios. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa pone a consideración de la Comi sión el día | 


y la hora de la próxima sanción, 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.-. En virtud de la dastudad de la información que 
hemos recibido en el día de hoy, va a ser imprescindible que estudie- 


mos la versión taquigráfica y tal vez, como señalaba el señor Legis- 


lador Ricaldoní, recurrir h algún asesoramiento. 


La techa va Aa aenendar del momento en que tengamos a ataponición 
la versión taquigráfica. A partir de ese entonces necesitaremos 


algunos dias para analizarla, porque reunirse antes seria absoluta-- 


mente inútil: 


me, 


SEÑOR RICALDONI.- Concretamente, propongo que nos reunamos cinco días - 


hábiles después de haber recibido la versión taquigráfica de las 


declaraciones de la Junta Departamental de Montevideo y del Tribunal 
de Cuentas. Sí llegan juntas, se contará el plazo a partir de ese 
momento, y si no a partir de la última versión que llegue. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar la propuesta del señor Legislador 


Ricaldoni. 
(Se vota) 

11 en 11: Afirmativa. UNANIMIDAD. 

La Mesa deja constancia de que hará repartir de inmediato la 
versión taquigráfica, dando la posibilidad a la Junta Departamental 
de Mantevideo y al Tribunal de Cuentas de introducir modificaciones 
de detalle y no de concepto. 


SEÑOR RICALDONI.- Esa no es la práctica habitual. Va de suyo que se 
aclara siempre que se trata de versiohes no corregidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez el señor Legislador me ha entendido mal. 
Se considera repartida la versión no corregida, y desde ese momento 
corre el plazo. , , 

Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 9) 
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; En Montevideo, el dieciséis de agosto de mil novecientos | 

- noventa y tres, a la hora diez y veinte minutos, se reúne 
la Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea 
General. mo a rm cr e o 
. Asisten los Legisladores miembros doctores Ernesto Amorín 
Larrañaga, Federico Bouza, Enrique Cadenas Boix, José 
Korzeniak, Américo Ricaldoni, profesor Oscar  Amorín 
Supparo, doctores. Mario Cantón, José Díaz, Daniel Díaz 

- Maynard, Luis E. Mallo, Ana Lía Piñieyrúa, Helios Sarthou y 


Nicolás Storace. ----- de ad 

Faltan con aviso los Legisladores don Rubeh Martínez Hue 1mo 

y escribana Diana Saravia. ------=-=-=-=-- A e o - 

Preside el señor Legislador Mallo. =»-=-=-===============.=o i 
Actúan en Secretaría las señoras Beatriz Pérez Rovira y , Md 

Alma Fischer. ------- AAPP A e o 0 2 AN : 


La Comisión considera la nota. remitida por la Junta 
Departamental de Montevideo, invocando la aplicación del 
artículo 209 de la Constitución a la que acompaña copia 
autenticada de la resolución de dicha Corporación de 4 de 
mayo de 1993 relacionada con el informe producido por el 
Tribunal de Cuentas, en función de la auditoría practicada 
en la Intendencia Municipal de Montevideo sobre el subsidio 
al transporte colectivo urbano de pasajeros (Carpeta 
NÚmero 58/93). === 
Iniciada la sesión, el señor Presidente expresa que existen 
tres cursos de acción posibles: 1) Que la Comisión estime 
que está debidamente ¡instruida para: resolver que la 
denuncia carece de fundamentos de verdad y debe desecharse. 
2) Que la Comisión estime que está debidamente instruida 
para resolver que la denuncia está fundada y deberá 
iniciarse la instrucción pertinente. 3) Que la Comisión o 
alguno de sus miembros consideren el que se diligencien 
medidas que en términos procesales serían "para mejor 
proveer" y así se disponga. Somete a la Comisión las 
OPCiONes expuestas. -—-—-- rr mm 
Las posiciones de los señores Legisladores son las siguien- 
des PP o 
j : La actuación delictiva o 
no del Tribunal de Cuentas la define el Juez sin 
perjuicio del control de la Asamblea General. Respecto 
a presuntas ineptitudes u omisiones entiende que la 
Comisión no tiene limitaciones en su trabajo y en lo 
personal le caben dudas e interrogantes que quiere 
ahondar. Luego de cumplida esta etapa correspondería 
el asesoramiento por la cátedra. Por tanto mociona 
para citar nuevamente al_ Tribunal de Cuentas Y, 
50 14d. £35táa. SLIEPE... ¡PABETIT. 10%. «AESBIAMIeNtOosS 
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- med 


"Acmbla encal 


CONISION DE 
CONSTITUCION Y Y LEGISLACIÓN 


med 


. Cree que los elementos 


_de hecho están suficientemente claros; la denuncia 


penal carece de fundamento y así se debe informar. Si 
a través de las actuaciones se comprobara ineptitud u 
omisión también se podría juzgar ya que se convoca a 
una Competencia expresa de la Asamblea General 
respecto al fiel y exacto cumplimiento de las funcio- 
nes del Tribunal de Cuentas, pero este cuestionamiento 
no puede dilatarse en el tiempo y la respuesta debe 
ser rápida. Acompaña la mayor información solicitada: 
por otros Legisladores sin creerla necesaria, y, a 
condición de su celeridad. -—— ——————========-=- a 0 e 
jak. Apoya la propuesta del 
doctor Díaz por: 1) en oportunidad de la venida del 
Tribunal de Cuentas, la posibilidad de profundizar la 
información se vio muy acotada; 2) del punto de vista 
objetivo se adoptó una resolución sobre la auditoría 
de un grupo de funcionarios y no del Tribunal de 
Cuentas como tal; y, 3) en las resoluciones correspon- 
dientes a 1993 se aclara que no hay efecto retroacti- 
vo, lo que implica que las resoluciones anteriores 
eran correctas o que, si no lo eran no habría que 
corregirlas. Estas habían sido ya aprobadas y se había 
certificado la legalidad del presupuesto de cada gasto 
y de cada pago, lo que podría configurar "ineptitud u 
omisión”. Al respecto entiende ineludible la presencia 
del Tribunal de Cuentas en Sala y descarta la posibi- 
lidad de realizar el interrogatorio por escrito. ---- 
Señor Legislador Sarthou. En la auditoría del Tribunal 
de Cuentas puede haber errores materiales o formales 
que no son acreedores de la imputación de irregulari- 
dad ni significan delito. Sin embargo tiene dudas 
respecto a la correlación entre el numeral 10 y el 
resultando 8.3 del informe, ya que no está claro el 
efecto convalidante. El Tribunal controla la legalidad 
y no la conveniencia y por tanto se pregunta ¿cuáles 
son los alcances del control preventivo y en qué 
medida puede alterarse Éste?, --===o=-=—======nnn- 
Comparte además la responsabilidad de la Asamblea 
General para analizar ineptitud u omisión en caso de 
constatarse, y la ¡imprescindible celeridad para 
hacerla. o 


ipaimente propone consultar por escrito, ai Ins:ituto 
te Deroects Toibtutar io de .5 "acuitesd de lezuecho E 
ld importancia dei contro: preventivo de ¡a ¡egaiidal 
Presupuestal y la proyección que este control tien 
“eñar. Legislador Ricaldoni. Según declaraciones 


cipresas se busca determinar etapas penales para el 
Tribunal de Cuentas; luego se atenúa la posición pero 
eso es rectificación. Para estas responsabilidades 


é 


_ > CÓMISION DE pp ETA A 


CONSTITUCION Y LEGISLACION 


med 


AO ART 


penales se utilizan dos caminos: la justicia penal y 
la Asamblea General. Sin embargo la justicia penal no 


puede pronunciarse antes que la Asamblea General. Por - 


su parte la Junta Departamental dijo que no se. 


pronunciará hasta que la justicia penal se expida. La 
—Comisión debe definirse frente a hechos muy concretos 
y elaborar el informe para la Asambiea General. No hay. 


delito ni elementos para juzgar ineptitud u omisión. 
No considera correcta la trascendencia dada a un tema 


que hace al sistema institucional y al sistema 


político. Si hay responsabilidades hay que señalarlo 
y sí no las hay también porque hay una gravísima 


¿imputación al Tribunal de Cuentas. ---==-==-======..=.. 


. Reclama que hay que juzgar la 


- nota que fija el alcance de la denuncia. En ésta no se 


fundan las presuntas ' evidencias del delito. La 
Comisión puede delimitarse a aconsejar a la Asamblea 
General sobre este tema básico (penal) o es libre de 
examinar además lo referente a ineptitud u omisión. 
Tampoco se opone a las ampliaciones pero hay urgencia 
moral en Pa la sobre el asunto. Al don peca 


. Se 


opone a los asesoramientos habida cuenta de la 
urgencia para expedirse. -------- cm ms [e 1 0 1 0 0 0 0. me 
señora Lezisladora Piñeyrúa. Cuestiona la actitud de 


' la Junta Departamental y corroborando sus dichos da 


lectura a una conferencia de prensa realizada por 
ésta. ----- bad A A A 

¡ . Coincide con los planteos 
realizados por los Legisladores Ricaldoni y Cantón. La 
resolución de la: Junta Departamental fija el objeto 


—del tema en torno a un hecho determinado. Este se 


encuentra a consideración de la Asamblea General que 
es quien debe, si así lo entendiere, pasar los 
antecedentes a la justicia penal. -============== 

egi ix. Del punto de vista 
informativo la Comisión ha agotado el tema. No le cabe 
duda de que delito no existió. Fuera de este contexto 
se pretende inquirir si hubo ineptitud u omisión. Se 
puede investigar al respecto si surgen del expediente 
hechos que lo ameriten ya que la Asamblea General no 
está ceñida por la denuncia. Si estos hechos no 
surgieran del expediente la ¡investigación sería 
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"tución a EP a la Asamblea General por él - 
- cumplimiento del Tribunal de Cuentas de sus funciones. 
. Por este motivo se podría actuar sin mediar denuñicia, - 
ya que la competencia. no está limitada. Comparte én. - : : 
este punto lo expresádo por el Legislador Daz 0.2 
Maynard. De los elementos manejados no ha surgido . 2 
- ineptitud, omisión o delito. No. se. niega 8. que .: - ¡PE 
miembros de la Comisión soliciten ampliación e 
informes, peroa "título personal" sin que la Comisión a 
como Cuerpo haga la solicitud. Aclara además que se 
debe actuar con la mayor celeridad; las preguntas 
deben dirigirse por escrito y redactadas por quien lo a 
estime necesario. Finalmente da lectura al numeral 1* e 
8 . de la resolución contenida en la nota de la Junta os 
7.  - — Departamental, señalando la necesidad de explicar a. 
0 . dicha Junta que en virtud de los elementos que alega 
no está exenta de sus deberes constitucionales. Por 
fanto 


mes. ee e e 00 A a o E A A o e e 


Por último se aprueba la moción de solicitar información al 
Tribunal de Cuentas, en forma escrita y con un plazo para 
recepcionar las preguntas, de cuarenta y ocho horas, 
venciendo dicho plazo el miércoles dieciocho a la hora 
doce. Dichas interrogantes se cepárticán además a todos los 
miembros de' la Comisión. ----==--==-=-=- q e e 1 e << mm 
Respecto a la solicitud de Aenorías, específicamente del 
Instituto de Derecho Tributario, se pone a votación la 
moción, aprobándose por diez miembros en trece, -=-====.--- 
El señor Legislador Ricaldoni deja expresa constancia en 
actas de su voto negativo en aras de la urgencia del tema, 
ya que al no corresponder en este caso la fijación de 
plazos, no se puede preveer la próxima sesión de la 


Comisión. ===. mm mn 0 00 00 nn Pc ci a e e 
El señor Legislador Cantón tampoco vota el asesoramiento 
por razones de "urgencia moral", - ===»... so 0 0 0 0 0 00 0 0 a 00 


A la hora doce y treinta minutos se levanta la sesión. --- 
Para constancia se labra la presente que, una vez aprobada, 
firman el Presidente y las Secretarias de la Comisió 


— (Muerde 


7 MALLO 
Presidente 
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Aabión GenaalÉ Co  KLELla. LEGISLATURA 


-COMISION DE oa SGuarto Período 


ACTA NS 5 
(Sin número) 


En Montevideo, el veintitrés de agosto de mil novecientos 


noventa y tres,-'a la hora diez, está citada la Comisión de ' 


Constitución y Legislación de la Asamblea General .—=-======- 


Asisten los Legisladores miembros doctores Enrique Cadenas 
Boix, José Díaz, Luis E. Mallo y Nicolás Storace.--=-=======- ; 


A la hora diez y. veinte minutos, no habiendo quórum para 
_ sesionar, se retiran de Sala los señores Legisladores presen= 
(Br RP mc e e e e e a o 
Para coonstancia se labra la presente que firman las Secreta- 
rias de la Comisión. -=-===—====+=-+ nono o 


Secreta/ri 


vC. 


- COMISION DE CONSTITUCION 
_ Y LEGISLACION. 


En Montevideo, el veintiséis de agosto de mil ota 4 
noventa y tres, a la hora once y quince minutos, se reúne : 
la Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea 


General. e 0 Us A O Ds e A O O O A A a Le Le O 00 O A a e A A e e e 2.2 0 e am « 


Asiaten los Lenia leloras miembros doctores Enrique Cadenas 


Boix, Mario Cantón, José Díaz, José Korzeniak, Américo 
Ricaldoni y Helios Sarthou. -----=-=-=-- ¿e e 0 0 
Preside el señor Legislador Ricaldoni, ----=-===========... 
Actúan en Secretaría las señoras Beatriz Pérez. Rovira y 
Alma FiBcher ooo eos rr 

La Comisión considera el recurso de revocación presentado 
por el señor Juan Almirati contra el acto de designación 
por parte de la Asamblea General dul señor' doctor Juan 
Mariflo como miembro de la Suprema Corte de Justicia 
[Carpeta 354/93), == ===>. mmm o a e e e 0 e 2... 
_ De .acuerdo al artículo 109 del Reh LEMA ES de la Asamblea 


General, la Comisión está en condiciones de deliberar sobre 


_ el punto a estudio, pero no de adoptar resoluciones. Se 
procede a realizar un intercambio de opiniones entre los 
Legisladores presentes, sin producir informe. ----- e 


De la exposicion realizada por el doctor Korzeniak, a su. 


solicitud, se realiza una grabación, cuya copia deagrabada, 
que cosnta de ocho fojas útiles, forma parte integrante de 
esta acta. -- rn e e e e e o e 2 2. «+ 
A la hora doce y treinta minutos se levanta la sesión. --- 
Para constancia se labra la presente que, una vez aproba- 
da, firman el A y las Secretarias de la Comi- 
SÍÓN. ===--=======onoooon=n=o.ooo= tes 
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SEÑOR KORZENIAK.- Estamos frente a un recurso administrativo presentado 
por el doctor Almirati, miembro de un Tribunal de Apelaciones, que 
sostiene que una de las designaciones que se realizaron para miembro de 
la Suprema Corte de Justicia fue hecha fuera de plazo, un día después. 
Por consiguiente, estima que desde las 12 horas de la ñoche del día 
número 90, contado desde el día de producida la vacante, 
automáticamente, él quedó como miembro de la Suprema Corte de Justicia, 
en virtud del artículo 236 de la Constitución de la República. | 

De ñOHS que en términos prácticos, esta Comisión tiene que 
asesorar a la Asamblea General acerca de si da por legítimo, legal y 
constitucional el acto por el cual hizo la otra designación o si, en 
cambio, la Asamblea General debe declarar que Jguella designación no se 
ajustó al orden jurídico y, por consiguiente, le asiste razón al doctor 
Almiratti en cuanto a que él debió ser investido. 

Quiero exponer muy rápidamente las razones por las cuales 
considero que asiste razón al magistrado del Tribunal de Apelaciones, 
doctor Almirati, en su recurso. Por consiguiente, deseo sugerir que la 
Asamblea General resuelva en ese sentido. 

Los argumentos, escuetamente expuestos, son Los siguientes. 

En primer lugar, la Constitución, en su artículo 236, dice que la 
Asamblea General por dos tercios de votos debe hacer la designación 
dentro de los 90 días de producida la vacancia, y establece que si no 
lo hare, queda investido €l mienbro más antiguo del Tribunai de 
Apelaciones, que efectivamente era el doctor Almirati. 

Señalo como primer argumento que la Constitución no dice "desde el 


día siguiente al de producido la vacancia", sino de los 90 días de 


. - se de 
producida la vacancia. Desde siempre en el Derecho Procesal uruguayo, 
cuando el cómputo de los plazos se quería establecer a partir del día 
siguiente al de una situación jurídica y no a partír de ese mismo día 
de la situación jurídica, se ha dicho expresamente. En materia de 
recursos procesales, el viejo Código de Procedimiento y las normas 
vigentes siempre que quieren que el plazo se cuente a partir del día 
siguiente, lo dicen expresamente, por lo cual extraigo como una especie 
de principio general de cómputo de plazos --sería demasiado pomposo 
hablar de un principio gensral de derecho-- que cuando las normas no 
dicen expresamente que es a partir del día siguiente, es.a partir del 
mismo día. | 

Por otro lado, de alguna manera la Constitución, en uno de los 
artículos que regula los plazos con A --porque son plazos 
para recurrir--, el 317, en cuanto al célebre plazo de 10 días para los 
recursos administrativos, sí establece que es a partir del día 
siguiente al de la notificación. A contrario, entiendo que cuando dice 
"dentro de los 90 días de producida la vacancia" y no "desde el día 
siguiente al de producida la vacancia", ese día debe contarse. 

Quiero aprovechar para hacer un traslado intelectual en este 
argumento que me parece sumamente importante y que no fue manejado por 
diversas razones en una discusión que hubo en la Asamblea General sobre 
este mismo artículo. 

Imaginemos, como hace unos instantes en una anécdota graciosa 
refarida a los economistas decía el doctor Sarthou, para hacer un 
razonamiento Jurídico, que en lugar de que la Constitución fijara este 


plazo en 90 días --el ejemplo lo voy a poner exagerado para comunicar 


claramente mí pensamiento--hablara de 24 horas. Reitero, supongamos que 
la Constitución dijera: "dentro de las 24 horas de producida la 
vacancia" en lugar de "dentro de 90 días de producida la vacancia.” 
Pregunto si habría algún legislador que en ese caso también 
- mostendeta que la isñalilva General tendría otro día más, o sea, el 
siguiente; es decir, dentro de las 48 horas en vez de hacerlo dentro de 
las 24 horas de producida la vacancia: o 
Desde luego, no dice 24 horas, sino 90 días; pero la situación 
jurídica interpretativa es exactamente igual así dijera 15 días, 14 
días, 24 horas, 12 horas o 6 horas. De lo que se trata es de saber si 
ese momento, ese día en que se produce la vacante, se cuenta o no. 
Segundo argumento. No estamos en condiciones 38 lo que por lo 
menos pienso yo, y no aparece prudente desde el punto de vista 
interpretativo-- de discutir cuándo se produjo la: vacante, porque la 
Suprema Corte de Justicia determinó el día y lo comunicó. Dijo: ese día 
se produjo la vacante. 
| Mane esto porque en la Asamblea CMALAL se manejó que al otro 
día, el Ministro cuya vacancia se había producido había firmado un acta 
que se había hecho en la Suprema Corte de Justicia que era 
absolutamente formal, que no tenía... Claro; se Erataba de resoluciones 
que se habían ido tomando y de actas que faltaba firmar, como todos 
sabemos sucede en cualquier organismo colegiado. 
En todo caso. lo que se podría decir es que estaba mal que 
alquien que ya no pertenecía a la Suprema Corte de Justicia firmara 
acras de ese organismo. Lo que no puede es alterarse la afirmación de 


que el día de la vacancia fue exactamente el día que la Suprema Corte 


dE | E o | E 
| ds | 
comunicó que se había producido. | | 

Tercer argumento, que admito tiene cierto carácter documental. 

El Parlamento, la Asamblea General, como se hace habitualmente, 
efectuó una citación donde decía que era para tratar el tema de la 
designación de un miembro de la Suprema Corte de Justicia, a cuyo e 
como se hace comúnmente, se ponía el día del vencimiento. Y el día del 
vencimiento era ése y no el siguiente. 

Quiero señalar que esto tiene alguna importancia, y no por el 
hecho de que figure en un documento, porque podría ser una constancia 
errada. A lo mejor hoy podría sostener: No, debió poner el día 
siguiente y no ese día. Pienso que eso no fue puesto por casualidad, 
sino porque el plazo siempre se había computado así. 

He escuchado y he visto que se han hecho aportes de carpetas en 
los cuales el plazo no se ha computado de esa manera, sino que se ha 
contado el día siguiente. Pero en esta materia de plazos para nombrar 
miembros de la Suprema Corte de Justicia, cuando ésta ha sido 
inequívoca en el día de la vacancia, siempre se ha contado así. De modo 
que considero que es un argumento, en la medida en que recoge la 
práctica constante del Parlamento en cómputo de plazos, y es la manera 
en que --lo estoy sosteniendo-- se deben computar y que también lo ha 
hecho en su escrito el doctor Almirati. 

Cuarto argumento. En la mañana de ese día que después se dijo que 
era el penúltimo y no el último --así resolvió la Asamblea; pero estoy 
inmpugnando esa tesis--, el Presidente de la Asambiea General --quiero 
que quede bien ciara esta constancia que ya hice en el Plenario-- se 


comunicó personalmente conmigo para preguntarme cuál era la posición 


E 


del Frente Amplio en torno a todos estos temas, puesto que él ya había 
comunicado ad Frente Amplio, a través mío --porque en ese momento era 
el coordinador de la bancada--, el acuerdo que se había hecho entre el 
Partido Nacional y el Colorado para nombrar Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia. Continuando con esa práctica, no de consulta sino de 
información que si no es completa, por lo menos es más saludable que no 
informar nada, me consultó acerca de cuál iba a ME le posición del 
Frente Amplio, puesto que ese día, a las 24 horas, vencía el plazo, y 
si no se lograban los dos tercios de votos quedaba designado el doctor 


Almirati. 
Esa fue la posición del Presidente de la Asamblea General en la 


mañana de ese día. 

Yo le expliqué cuál era la posición del Frente Amplio; le ed que 
A A a comparecer a la Asamblea General, que de ninguna 
manera íbamos a evitar que hubiera quórum --en ese tipo de actitudes 
parlamentarias que por lo menos son legales; a veces son legítimas y 
otras no, incluso en ocasiones son un poco pícaras--, y así ocurrió; 
pero que naturalmente íbamos a votar en contra de esa designación, 
porque la encontrábamos injusta, violatoria de los derechos de quien 
estaba en primer lugar, etolitera. 

invoco esto como argumento porque es muy claro que no sólo en el 
documento que se había distribuido, en la citación, sino en la voluntad 
3icol56gica del Presidente de la Asamblea General, esa era ¡a tesis que 
él consideraca correcta a ¡ias 12 de la mañana de ese mismo día. 

Cuinto argumento, ¿Cuándo apareció la tesis de que ese día no 


vencía el plazo? ¿Acaso al comenzar la reunión de la Asamblea General? 


Etico ne 

pa | | =6- 
¿Acaso después que se expusieron los argumentos a favor y en contra de 
uno u otro candidato a ser miembro de la Suprema Corte de Justicia? No; 
“en ningún momento. | | | | 
| Recién apareció esa tesis en el momento en que las bancadas del 
Partido Colorado y del. Partido Nacional tuvieron casi la plena 
seguridad de que les faltaba algún voto para lograr los dos tercios. En 
ese momento surge la tesis de que el plazo de 90 días se contaba desde 
el día siguiente y no desde el día de la vacante. 

Este es un hecho objetivo. Y yo digo que la finalidad perseguida 
por esa tesis, que en abstracto se puede discutir con toda honestidad 
intelectual, no fue corregir una tradicional, que probablemente 

estuviera equivocada, sino lograr concretamente al día siguiente la 
posibilidad de obtener los dos tercios de votos que ese día no se 
tenían. | 

Expreso esto con mucho respeto, porque no es irrespetuoso; pero es 
un hecho objetivo. 

La tesis sostenida no tuvo como objetivo --me parece que en 
abstracto es una tesis que el Tribunal dirá si es buena o mala; pero 
que es admisible--, como finalidad, corregir un error que el Parlamento 
venía cometiendo en los casos anteriores, sino un fin ajeno a esa 
defensa de la juridicidad: que al otro día se iba a poder conseguir 
algún voto que en ese no se tenía por alguna razón, incluso de fuerza 
182y2r, 20m 3er 21 de aigún legislador que no había comparecido. 

En el ámbito del Derecho Administrativo, eso que no implica ningún 
agravio, es decir, una cosa hecha con un fin ajeno, que no es 


específicamente del servicio, se llama desviación de poder. 


E A AE 
l E a 
La doctrina del Derecho Público, para los actos legislativos, 
normalmente no usa esa denominación, aunque hoy día, por lo menos en 
los países donde funcionan Consejos Constitucionales, están extendiendo 
la misma denominación a los actos legislativos. Por ejemplo, lo ha 
discutido el Tribunal Federal alemán, que recientemente ha dicho: El 
Parlamento, cuando declara de interés general algo para una 
expropiación, si O hay interés general, entonces, es una desviación de 
poder parlamentario. | | 
Pero modernamente, la figura de la desviación de poder se empieza 
a usar no sólo en el ámbito de los actos administrativos. 
Con esto no quiero decir que el objetivo haya sido espurio en 
sentido peyorativo. ¡Cuidado que no quiero incurrir en ese desliz! 
* quiero decir que la corrección de la tesis de los 90 días, como se 
habían contado siempré, no estuvo inspirada en mejorar la juridicidad, 
sino en que faltaban uñó o dos votos. Creo que era uno. Y eso es ajeno 
a la corrección de la juridicidad; ese es un fenómeno político. 
Finalmente, deseo hacer una sexta coniillaratloh, A 
Es posible que se sostenga --no voy a tratar de dilucidar aquí ese 
punto; ni siquiera a argumentar-- que el acto por el cual la Asamblea 
General designa miembros del principal cuerpo del Poder Judicial es un 
acto de gobierno y no administrativo, en sentido estricto. Como es 
sabido, la tesis de los actos de gobierno, en el Uruguay, dentro de 
ciertos línites muy vrecisos, na sído sduíitida para sostener “como 
afirman en cierta medida el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
y algunos autores”- que esos actos no son sujetos de revisión de 


juridicidad como los actos administrativos comunes. 


No voy a entrar en ese tema ABREEROCO, general; pero sí quiero 
decir que aun reconocida la calidad de acto de gobierno “-lo que yo no 
estoy haciendo--, hasta en el marco argumental de que se tratara de un 
acto de gobierno, la revisión de sus aportes formalás, según toda la === 
jurisprudencia y la doctrina uruguayas, corresponde, es pertinente. Es 
aci que en el caso del acto de gobierno, lo que se ha sostenido en el 
Uruguay más de una vez, inclusive por el propio Tribunal de lo 

" antencióno Administrativo, es que no se debe analizar la sustantividad 
del acto, pero sí la forma. 

En el caso de que el acto de gobierno sea aprobado --supongamos-- 
por una mayoría menor que la requerida o fuera de plazo --como sería 
este caso-”, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo siempre se ha 
reservado la facultad de revisar esos aspectos formales Y, 


eventualmente, anular, si se hubiera empeorado. 
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En Montevideo, el veintidós de setiembre de mil e 
noventa y tres, a la hora diez y yeinte minutos, se reúne 
- la Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea 


General. ono An 
- Asisten los Legisladores miembros doctores Enrique Cadenas A 

Boix, Mario Cantón, don José Jorge de Boismenu, doctores . 

Daniel Díaz Maynard, José Korzeniak, Luis E. Mallo, Américo 

Ricaldoni, escribana Diana E y doctor Nicolás 

Shareace. o 0 mm 

Faltan con aviso los iaa doctor Ernesto Amorín 

Larrañaga, profesor Oscar Amorín Supparo, doctor José Díaz, 

.don Ruben Martínez Huelmo, doctores Ana Lía Piñeyrúa y 

Helios Sarthou ----=--====-- a a e e mm a e a 2 

Preside el señor Legislador PEN TOO ¿IIA MEETS 

Actúan en Secretaría las señoras Beatriz Pérez Rovira y 

Alma Fischer.---——--=--==== mm 0 0 0 a a e o 

La Comisión considera la nota remitida por la Junta sy 

Departamental de Montevideo, invocando la aplicación del e 

artículo 209 de la Constitución, a la que acompaña copia 

autenticada de la resolución de dicha Corporación de 4 de 

mayo de 1993, relacionada con el informe producido por el 

Tribunal de Cuentas, en función de la auditoría practicada 

en la Intendencia Municipal de Montevideo sobre el subsidio 

al transporte colectivo urbano de pasajeros. (Carpeta nú- 

Mero 58/93). === 

Se delibera de cara a la respuesta del Tribunal de Cuentas 

a las interrogantes planteadas por los señores Legisladores 

Korzeniak, Díaz y Sarthol. ---========== A 

El primer punto a dilucidar es si la denuncia de la Junta 

Departamental está circunscripta á la hipótesis de delito 

o si refiere además al caso de ineptitud u omisión. Se 

acuerda que el pronunciamiento legislativo debe comprender 

todo el espectro contenido en el artículo 209 de la Carta, 

así como que el o los informes emergentes, están habilita- 

dos para calificar sus fundamentos. -=-=--==-======= o e e 

Respecto al aspecto formal de la respuesta, el Legislador 

Korzeniak sienta su discrepancia con el tono y con el hecho 

que el Tribunal emita opiniones sobre el carácter de la 

denuncia. Esta posición la comparte el doctor Díaz Maynard, 

pero la Comisión es conteste en admitir que el punto es 

ajeno al análisis a realizar. === === noono-oamm..- 
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Finalmente el Legislador Cantón reitera su posición, ya 
enunciada, de urgencia moral en el pronunciamiento a 
realizar e interroga acerca de si fue providenciada la 
consulta al Instituto de Derecho Tributario que solicitara 
el Legislador Sarthou el dieciséis de agosto. próximo 
pasado. Ante la respuestas»de la Mesa en el sentido de que 
aún no fue requerido el dictamen del Instituto de Derecho 
Tributario, propone que se prescinda del mismo. ---------- 
Compartiendo la urgencia invocada por el Diputado Cantón, 
el Legislador Korzeniak mociona para que se faculte al 
Presidente de la Comisión para convocar a ésta la semana 
próxima, a una hora temprana en la mañana y con la presen- 
cia de taquígrafos para discutir concretamente la aplica- 
ción del artículo 209 de la Constitución, y tomar decisión 
sobre el fondo del asunto. -=-=o==o=eoonenornnn=onnonnon 
Esta moción implica que compromete la posición del Legisla- 
dor Sarthou y de su fuerza política, Frente Amplio, para 
tomar decisión, se cuente o no con la consulta realizada al 


Instituto de Derecho Tributario. --—---————==——- === 
Se aprueba por unanimidad esta moción. --=-=-=====-==========- 
A la hora once y cincuenta y cinco minutos se levanta la 
SESIÓN): AAA A A NA 


Para constancia se labra la presente que, una vez aprobada, 
firman el Presidente y las Secretarias de la Comisión. --- 


reos 
IS AO 
Presidente 


Aambles Lenaral! 
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ACTA N2 8 


En Montevideo, el veintinueve de setiembre de mil novecien- 
tos noventa y tres, a la hora nueve y treinta y cinco 
minutos, se reúne la Comisión de Constitución y Legislación 
de la Asamblea General. --====o==========.ooo a e 
Asisten los Legisladores miembros doctores Teodoro Acosta, 
Enrique Cadenas Boix, Mario Cantón, don José Jorge de 
Boismenu, doctores José Díaz, Daniel Díaz Maynard, José 
Korzeniak, Luis E. Mallo, Américo' Ricaldoni, escribana 
Diana Saravia, doctores Helios Sarthou y Nicolás Storace.-- 
Faltan con aviso los Legisladores doctor Ernesto Amorín 
Larrañaga, profesor Oscar Amorín Supparo y don Ruben 


Martínez Huelmo. --=-==========- o 
Preside el señor Legislador Mallo. --=-================== o 
Actúan en Secretaría las señoras Beatriz Pérez Rovira y 
Alma Fischer. --=-=======o===ennomnannna rr e a 


La Comisión considera lá nota remitida por la Junta 
Departamental de Montevideo, invocando la aplicación del 
artículo 209 de la Constitución, a la que acompaña copia 
autenticada de la resolución de dicha Corporación de 4 de 
mayo de 1993, relacionada con el informe producido por el 
Tribunal de Cuentas, en función de la auditoría practicada 
en la Intendencia Municipal de Montevideo sobre el subsidio 
al transporte colectivo urbano de pasajeros (Carpeta nu- 
MOTO 58/99). == 
De lo tratado se toma versión taquigráfica que consta de 
ciento veintiséis fojas útiles y forma parte integrante de 
esta acta. =-ooooo=oo==n=onooo..=..- mm 
A la hora doce y cuarenta minutos se levanta la sesión.-- 
Para constancia se labra la presente que, una vez aproba- 
da, firman el Presidente y las Secretarias de la Comi- 
SIÓN. 


7 Presidente 
ERA ERES BODA RA A 
Secretaria ¡eran 


ls.1 


